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DELEGADO 
DE Señor Representante Daniel García Pintos. 
SECTOR: 


ASISTEN: — Señores Representantes Rosa Quintana y Jorge Menéndez. 


INVITADOS: Señor Ministro del Interior, doctor José Díaz; acompañado de la señora doctora Ma. Noel 
Rodríguez, asesora y señor doctor Luis Llosa, Director del Servicio Médico Penitenciario. 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 14) 


——- La Comisión de Derechos Humanos tiene el gusto de recibir al señor Ministro del Interior, doctor José 
Díaz, al doctor Luis Llosa, perteneciente al Servicio Médico Penitenciario y a la doctora María Noel 
Rodríguez, asesora de dicha Cartera. 


Les damos la bienvenida y, de alguna manera, esperamos que sea provechoso este intercambio, habida cuenta 
de que hay muchos temas que nos unen en la discusión y, al mismo tiempo, porque la semana pasada tuvimos 
la visita de alguna delegación que planteó cuestiones que creemos importante trasladarles. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Buenas tardes, a todas las legisladoras y a todos los 
legisladores presentes. La verdad es que siempre vengo con mucho gusto a esta Casa, que tanto quiero, 
que fue mi segundo paso público, después de haber empezado mi actividad siendo estudiante en el 
Poder Judicial. Ahora estamos en el tercer Poder del Estado, tratando de hacer las cosas lo mejor 
posible. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Argimón) 


——- Me resulta particularmente grato estar en esta Comisión porque recuerdo que en la segunda Legislatura 
posdictadura, en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración surgieron 
distintas ideas para tratar de atender más concretamente los temas vinculados a los derechos humanos, 
inclusive, a partir de la problemática carcelaria de aquella época, que también era compleja y ardua. Además, 
estamos aquí para cumplir nuestro deber de informar a las Comisiones parlamentarias acerca de qué 
encontramos cuando asumimos el Ministerio en cuanto a los temas vinculados al sistema carcelario, más 
concretamente sobre los aspectos de salud penitenciaria. También venimos a contar qué hemos hecho en 
estos poco más de dos meses en esa materia y, sobre todo, qué nos proponemos hacer en el quinquenio, cuál 
es el rumbo, cuáles son las metas y los sueños para desarrollar nuestra tarea en esta área impropia - 
naturalmente, desde nuestro punto de vista- de un Ministerio del Interior, pero que desde hace unos cuantos 
años pertenece a esta Cartera. Por otra parte, también queremos responder sus preguntas y luego nos 
corresponde sintetizar y recoger vuestros planteos siempre con los oídos abiertos, no solo para escuchar sino 
también para tratar de comprender y de hacernos comprender en las diferentes posiciones, tratando en todos 
los actos de gestión de gobierno o de legislación de buscar los más amplios consensos. 


En el acto de toma de posesión de los diecinueve Jefes de Policía y de los trece Directores Nacionales dije 
que el verbo "nuclear" de nuestra gestión significaba humanizar, en primer lugar a la Policía nacional, en 
todas sus dimensiones, en cuanto a las condiciones de vida, de ingresos y de formación, para que una Policía 
moderna y democrática pudiera prestar los servicios policiales adecuadamente a la población y, sobre todo, 
ser el instrumento fundamental para la preservación del orden, de la tranquilidad, de la seguridad ciudadana 
en el más irrestricto respeto de los derechos humanos. En el plano de la política criminal, el verbo nuclear en 
nuestra gestión también significará humanizar. Si el 1” de marzo el Gobierno, a través del Presidente de la 
República, declaró la emergencia humanitaria en nuestros establecimientos carcelarios, fue por las 
informaciones que teníamos y porque estábamos en condiciones de señalar la tremenda situación que 
encontrábamos al asumir. Creo que no exagero -estoy vinculado a esta temática desde hace mucho tiempo, 
como saben muchos de los aquí presentes-: el actual Gobierno ha recibido, por lejos, la peor situación en 
nuestras cárceles. Esto se traslada también al tema de la salud, que es una parte fundamental, pero no el todo. 
Seguramente, nos faltarán horas para analizar este tema, porque tengo responsabilidades dentro de dos o tres 
horas y por la noche participaré en el inicio de un ciclo sobre la cuestión penitenciaria en el país, en un centro 
cultural, en Carrasco. 


Sé que el tema central es el de la salud penitenciaria -por eso he venido con los asesores correspondientes-, 
pero quiero decir que esta temática general de crisis humanitaria no solo compete al Ministerio del Interior, 
que tiene a su cargo los establecimientos carcelarios y los distintos sistemas penitenciarios dispersos en todo 
el país, porque no tenemos una Dirección Nacional Penitenciaria o de Cárceles que funcione como tal, sino 
que abarca una parte, pero no el todo. Por otra parte, cuando hablamos de crisis humanitaria en el sistema 
carcelario no solamente nos referimos al COMCAR o a Santiago Vázquez, es decir, a las cárceles 
metropolitanas -donde las situaciones que encontramos son muy graves-, sino a las del interior del país, 
donde hay carencias, desbordes, hacinamiento y falta de servicios, en algunos casos tan grave -pero en 
dimensión más pequeña- como la del COMCAR, 


En el primer mes, a través de la División de Arquitectura, hicimos un relevamiento de la situación de 
infraestructura penitenciaria y de los demás servicios penitenciarios en todo el país; tenemos un cuadro bien 
decantado de esa realidad. Partimos de la base de que debemos solucionar centenares y centenares de 
problemas -en cualquier lugar que uno fije la vista, hay muchos problemas-, desde hacer algunos cambios 
modernizadores y humanizadores desde el punto de vista legislativo -que pronto estarán en el debate 
parlamentario a través de un proyecto de ley, creo que la más participativa de todas las que se han presentado 
aquí, porque antes de terminar la redacción definitiva consultamos a todos los operadores penitenciarios 
públicos y privados-, hasta resolver el tema de los locutorios de los defensores de oficio y de los abogados. 
Ayer tuvimos una reunión con ellos, no porque no supiéramos en general lo que estaba pasando, sino porque 
todavía desconocíamos todas las penurias con las que trabajan los defensores de oficio, que son los 
defensores de los pobres -como antes se les llamaba-, que atienden a los delincuentes de las capas más pobres 
del país. 


O sea que tenemos centenares y centenares de problemas. Lo que no podemos decir es que son problemas 
que estallaron ahora, sino que son una acumulación de problemas y, muchas veces, de perversiones del 
propio sistema, que nosotros ahora tenemos el deber de revertir a través de leyes, de actos de Administración 
y de Gobierno. 


Es imposible abordar todos los problemas. Estuve leyendo con atención la versión taquigráfica de la sesión 
en la que familiares de sidosos y de otros enfermos terminales plantearon sus inquietudes. En ese sentido, les 
podemos dejar un informe, porque una de las cosas que hicimos en el tema de la salud fue crear una 
Comisión interministerial para abordarlo, porque la salud penitenciaria no es un asunto específico del 
Ministerio del Interior, aunque esté en las cárceles, bajo nuestra competencia, por lo que también otros 
participantes de la salud pública de nuestro país tendrán que cooperar en esta temática, que tiene centenares 
de problemas por sí misma. Hemos trabajado a través de dicha Comisión en múltiples direcciones; nuestros 
asesores podrán explicar en forma más particular qué hemos hecho en estos dos meses y hacia dónde vamos. 


Quiero decir que la crisis que encontramos se ve reflejada en la estructura penitenciaria en una situación de 
verdadero caos estructural y nosotros estamos trabajando a partir del Presupuesto del año 2005, que viene de 
la ley quinquenal de la Administración anterior. O sea que, además de que los recursos siempre son finitos, en 
este caso están predeterminados. No obstante, hemos puesto el acento en emplear al máximo los recursos en 
las principales necesidades que tenemos en el Ministerio, que no son solo las penitenciarias, ni mucho menos; 
tenemos necesidades en todo el Ministerio del Interior, en todas las Direcciones Nacionales, a veces 
inabordables en su totalidad. Tenemos caos estructural, con más de veinte sistemas penitenciarios dispersos, 
con Jefaturas de Policía, Directores de Cárceles y personal penitenciario que, en general, no está debidamente 
preparado -al policía se le enseña otra cosa-, más allá de los esfuerzos que se han hecho en los últimos 
tiempos para generar, a través de becas en el exterior, formación penitenciaria adecuada, y más allá de los 
esfuerzos de la pequeña escuela penitenciaria del COMCAR. Pero estamos lejos de tener centenares y 
centenares de personas preparadas en seguridad y en tratamiento penitenciario. Eso cuesta muchísimo, pero 
no se hace de un día para el otro. 


Antes de entrar específicamente al tema de la salud, quiero subrayar cuáles son nuestros rumbos y qué nos 
proponemos hacer con el sistema penitenciario. 


En primer lugar, queremos superar la crisis humanitaria y esa es la etapa en la cual estamos hoy. Si me 
preguntan a mí, que no soy un experto en esta materia, no sé sí el propio sistema penitenciario puede tener a 
alguien que pueda decir cuánto tiempo llevará superar la crisis humanitaria en los establecimientos 
carcelarios. Aspiraría a que en poco tiempo lo pudiéramos hacer, pero los problemas que tenemos en esta 
materia son tales y tan graves que sinceramente es muy difícil poder establecer tiempos; lo que podemos 
comprometer para superar la crisis humanitaria es esfuerzo y sensibilidad. 


En segundo término, aspiramos a lograr integrar en un solo sistema a todas las cárceles del país y finalmente 
llegar al Instituto Nacional de Rehabilitación. Ustedes saben que nuestro buque insignia en esta materia es el 
proyecto de ley del ex Diputado, doctor Daniel Díaz Maynard. Hacia ahí vamos; tampoco sé cuándo 
podremos llegar. Ojalá sea en el quinquenio; me estoy jugando para que así sea porque realmente creo que 
tenemos que cambiar el modelo penitenciario que a mí, personalmente, y a nuestro equipo nos da vergijenza. 
Quisiéramos irnos de la Cartera sin tener que avergonzarnos de este modelo, sino sintiendo ese cierto orgullo 
que uno ya siente en parte, como la experiencia del CNR -para decir algo-, las importantes mejoras que se 
han hecho en la Cárcel de Mujeres y algunas otras medidas que seguramente se van a ir generando en 
algunos establecimientos. En Canelones estamos empezando a ocupar un establecimiento ya inaugurado, 
pero le faltaban cosas para ser inaugurado efectivamente. 


Los tres ejes de nuestro trabajo para superar la crisis humanitaria son aquellos elementos que hacen a ella. 
Hay crisis humanitaria porque hay hacinamiento; hay crisis humanitaria en las cárceles porque la salud 
penitenciaria, tanto la interna como la externa, es realmente desastrosa, y también hay crisis en la parte 
alimentaria. El año pasado, el señor Diputado Chifflet y algunos otros legisladores tuvieron que intervenir - 
ello me consta, porque soy compañero del señor Diputado Chifflet- porque por falta de recursos en algún 
establecimiento no se daba ni siquiera una comida. 


SEÑOR CHIFFLET.- El propio Presidente Batlle se sensibilizó en ese sentido. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El propio Presidente Batlle se sensibilizó e hizo dotar de los 
recursos para que volviera a darse una alimentación mínimamente adecuada a los reclusos y a los 
policías que están de custodios, haciendo una labor sacrificada como pocos policías -son todos muy 
sacrificados- en el conjunto del instituto policial. 


En materia de hacinamiento, trabajamos en dos direcciones. En primer lugar, queremos hacer algunos 
cambios legislativos que corrijan la inflación penitenciaria que vive el país. Un país con la población que 
tiene el nuestro, no se puede dar el lujo de tener una de las tasas de "prisionización" más altas, si no la más 
alta de América del Sur. Esto es producto de legislaciones, de modelos criminales, que no son los que 
nosotros tenemos. 


Obviamente, como nuevo Gobierno, estamos tratando de desarrollar nuevas normas que permitan colocar al 
sistema penitenciario en la normalidad, en las tasas de otros países. Para ello estamos trabajando en esa ley 
humanizadora que pronto estará a consideración de los señores Diputados. 


También estamos trabajando en el tema del alojamiento. Si partimos de la base que tenemos una capacidad 
para poco más de 3.000 personas y hay cerca de 7.500 reclusos, quiere decir que el sistema no ofrece al 
recluso ni siquiera un lugar medianamente digno de alojamiento. Entonces, debemos mejorar lo que tenemos; 
tenemos que optimizar y agrandar, que son las formas más baratas y más próximas para que esto sea resuelto 
como, por ejemplo, el haber agregado en el día de ayer un anexo a la Cárcel de Mujeres y el disponer ya del 
presupuesto de inversiones del Ministerio, US$ 1:000.000 para reciclar el viejo carcelaje de Libertad, que por 
esa cantidad nos va a permitir tener aproximadamente 700 alojamientos nuevos. 


Por otra parte, ya estamos ocupando, paulatinamente, la nueva Cárcel de Canelones, que tiene capacidad para 
400 personas. También se está trabajando en una Comisión Interinstitucional de Infraestructura, en lo que se 
ha avanzado bastante en varios proyectos para terminar, por ejemplo, San José, y quizás para ampliar el 
propio COMCAR, de forma de ver si llegamos a fin de año o a comienzos del año que viene con quizás 1500 
plazas nuevas para el sistema penitenciario. 


En materia de alimentación, lo que puedo informar es que una de las primeras medidas que pedí tomar al 
Director Nacional de Cárceles y a los Jefes de Policía fue que atendieran el tema de la alimentación, que los 
reclusos tuvieran las tres o cuatro comidas diarias que corresponde. Acá, en la zona metropolitana, donde se 
concentra el mayor de los problemas, se dispuso que todos los recursos hasta agosto se utilizaran desde 
ahora, de forma que vamos a tener que reforzar el rubro alimentación para mantener este mejoramiento 
mínimo, que no es la dieta que deben tener, tanto los reclusos como los policías. Para el próximo Presupuesto 
hemos pedido a la Dirección Nacional de Cárceles y a la Jefatura de Policía que nos digan cuáles son los 
montos necesarios para dar una dieta adecuada a todos los reclusos, en una tendencia que espero sea 
decreciente del número, lo que posibilitará mejorar la alimentación, el tratamiento y el cuidado, porque en el 
hacinamiento, a miles de personas no se las puede alimentar ni tratar bien para recuperarlas, ni se les puede 
prestar adecuadamente la salud penitenciaria que se merecen. 


Entrando ya al tema de salud penitenciaria, debo decir que nuestros asesores han trabajado en esta Comisión 
Interministerial, Ministerio del Interior-Ministerio de Salud Pública. 


Quiero decir algunas cosas generales, inclusive respondiendo a la inquietud de los familiares de algunos 
reclusos, que vinieron aquí hace pocos días. 


En primer lugar, en cuanto al tema de medidas especiales para enfermos sidosos y con otras enfermedades 
terminales, mujeres embarazadas, reclusas con niños y personas de mucha edad -de setenta años-, en el 
proyecto de ley humanitaria, que también es de descongestionamiento, se incluye una solución legal. Los 
señores Diputados determinarán cuál será la mejor, pero la que nosotros incluimos -en eso no ha habido 
ninguna modificación, ni siquiera objeción de parte de todos los consultados; por el contrario, hemos recibido 
apoyo- es la de sustituir la reclusión por el arresto domiciliario. Es una solución distinta a la que se reclamaba 
aquí, que era la de libertades anticipadas seguramente de reclusos penados, porque los que están con mero 
procesamiento, en ese caso tendrían que pedir la libertad provisional. Pero bueno, nuestra solución, nuestra 
técnica, es distinta, ya la verán. 


En segundo término, tenemos dos grandes problemas a resolver. Uno de ellos es la salud adentro de la cárcel, 
la falta de recursos humanos y los medicamentos; ellos explicarán qué hemos hecho para empezar a resolver 
este problema que, como todos los graves problemas, no se resuelve de un día para otro. Nuestro deber es 
explicar qué hemos hecho en más de dos meses de gestión. El segundo problema refiere a la atención 
hospitalaria, tanto general como psiquiátrica, porque el vendaval que se llevó la cárcel de Punta Carretas 
también eliminó el único hospital penitenciario que había en el país. Desde esa época -estamos hablando de 
quince años atrás, por lo menos- no hemos tenido un hospital penitenciario, sino un vía crucis de nuestros 


policías llevando a procesados y penados de un lugar a otro, porque a veces h a habido resistencia de los 
hospitales públicos para recibirlos. Razones hay; se puede explicar, nunca justificar, que haya resistencia a 
atender a alguien enfermo en este país. 


Hemos abordado este problema en la doble dimensión. La Comisión de Salud, por un lado, y la Comisión de 
Infraestructura, por otro, están trabajando en torno al hospital penitenciario, porque es una necesidad 
imperiosa. Estamos trabajando en múltiples direcciones. En el día de ayer nos reunimos en el Ministerio de 
Salud Pública con la señora Ministra y sus asesores y ya logramos avanzar, definiendo dónde se va a instalar: 
en la propia órbita del Ministerio del Interior, en un barrio que ya está preparado, porque cuando se habla de 
algo salta la gente del lugar diciendo que no quiere tener un hospital penitenciario en su zona, como que 
nuestros reclusos fueran algo así como leprosos que deberían llevarse a no sé qué isla. Es una marcha atrás 
que muchas veces se genera en la propia sociedad. 


Por otra parte, también se planteó en esa comisión de derechos humanos el tema de la participación de las 
ONG y de la sociedad civil. Ahí tenemos, por suerte, mucha colaboración, aunque caótica. Tomaremos otro 
asesor, porque a María Noel un día ni siquiera se la va a reconocer, ya que hace un trabajo en esta materia de 
muchísimas horas. Asignaremos otro asesor, el señor Eduardo Pirotto, un asistente social de vasta trayectoria 
en la temática de los derechos humanos, para que con ese perfil adecuado se pueda empezar a poner orden y, 
sobre todo, optimizar esos recursos. Sinceramente, con los recursos con los que contamos, todavía no hemos 
tenido tiempo para sistematizar y ordenar esto que para nosotros, para la salud pública y para la Policía, es 
vital; la colaboración fecunda y virtuosa entre la sociedad civil, sobre todo entre sus organizaciones 
gremiales, culturales y religiosas que también tienen espíritu solidario y humanitario, es vital para resolver 
los problemas. Inclusive, en el tema de la salud tenemos que promover otras intervenciones, además de Salud 
Pública como, por ejemplo, la Asociación de Estudiantes de Medicina, el Sindicato Médico del Uruguay. En 
ese sentido, miramos con lupa cualquier vacante de médico, de enfermero, de asistente o de sicólogo para el 
sistema penitenciario, que no hay. Yo priorizo lo que viene para mejorar las cárceles y la Jefatura de Policía 
de Montevideo, no porque en el resto de las dependencias todo esté bien ya que hay problemas en todos 
lados, sino porque acá tenemos las mayores dificultades. Cuando hay centenares de problemas, también hay 
que ordenar, porque no podemos disparar en función de la primera denuncia o falta que nos manifiesten, ya 
que tenemos miles de carencias. No debemos perder el rumbo, la perseverancia ni la sensibilidad humana. 


Le pido a la doctora Rodríguez que se introduzca en el tema central, que es la salud en el sistema 
penitenciario. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Como consecuencia de esta declaración de emergencia humanitaria en los 
centros penitenciarios, hemos constituido, en principio, dos grandes Comisiones: la de Infraestructura 
Carcelaria, integrada por los Ministerios del Interior, de Transporte y Obras Públicas y por la 
Facultad de Arquitectura, y la de Salud Pública, integrada por representantes de los Ministerios de 
Salud Pública, del Interior y por la Suprema Corte de Justicia. Partimos de la base de que la salud de 
las personas privadas de libertad es un derecho que no ha sido restringido por auto de procesamiento 
ni por condena del Juez competente. Por lo tanto, para poder trabajar en salud, tenemos que 
apoyarnos con el Ministerio de Salud Pública. En la mayoría de los países de la región y del mundo, la 
salud de las personas privadas de libertad está a cargo, es responsabilidad de los ministerios de salud 
pública y no de los organismos que están encargados de su contención. 


Teniendo esto en cuenta, llamamos a los colegas del Ministerio de Salud Pública para trabajar, así como a la 
Suprema Corte de Justicia, porque las persona privadas de libertad lo están por disposición judicial y 
entendemos que es conveniente acercar a los magistrados y a los defensores de oficio en este tipo de labor. 


En el marco de esta Comisión, identificamos dos grandes ejes para trabajar. Uno tiene que ver con la 
emergencia sanitaria, consecuencia de la propia emergencia humanitaria que los establecimientos padecen. 
En base a esto, el primer producto que esta Comisión elaboró -por supuesto, está a disposición de la 
Comisión de Derechos Humanos- es un documento de emergencia humanitaria y sanitaria, que consiste en 
identificar las principales patologías que se presentan en los centros de reclusión, sus causas -obviamente, la 
razón madre es el hacinamiento; si uno analiza las patologías de los privados de libertad, concluirá que la 
gran mayoría se producen como consecuencia del hacinamiento- y las medidas de urgencia que deberíamos 
adoptar conjuntamente entre ambos Ministerios para salir de la emergencia en materia sanitaria. 


El segundo eje temático que estamos trabajando en forma muy intensa en la Comisión, refiere a la asistencia 
secundaria, que mencionaba el señor Ministro, y tiene que ver con la intervención que debe tener el 
Ministerio de Salud Pública cuando la asistencia primaria se ve superada. Recordemos que la asistencia 
primaria depende del servicio penitenciario del Ministerio del Interior y, aunque con muchas carencias y 
dificultades, está funcionando. Quizás el cuello de botella se presenta en la asistencia secundaria, es decir, 
cuando los reclusos tienen que ser llevados a hospitales públicos del sistema nacional, despertando 
resistencias. Esta misma semana empezaremos a trabajar en la definición de un borrador de convenio para 
poder abordar este tipo de problemática. 


Otro documento que dejamos a disposición de la Comisión es el convenio marco firmado entre el Ministerio 
de Salud Pública y el Ministerio del Interior sobre la asistencia integral de las personas que viven con VIH. 
Entendemos que este convenio puede ser un buen modelo para trabajar en otras patologías como, por 
ejemplo, la tuberculosis. 


Por otra parte, tomando en cuenta la versión taquigráfica de la última reunión de la Comisión e intentando 
responder concreta y sintéticamente a cada uno de los planteamientos formulados, debo decir que también 
recibimos el proyecto de ley de los familiares de quienes tienen VIH y cáncer. El proyecto plantea 
fundamentalmente la libertad por gracia e indulto. Entendimos que en este caso concreto no sería conveniente 
establecer una causa de extinción del delito o de la condena porque no es eso lo que está en juego. Por el 
hecho de que una persona tenga VIH el Estado no puede perdonar o extinguir la condena, sino buscar 
caminos alternativos. 


Por esa razón y en base a las directrices internacionales que Naciones Unidas establece en el caso de personas 
con VIH, en el proyecto de ley proponemos la prisión domiciliaria para personas que tengan estas patologías, 
siempre condicionada a los informes periciales correspondientes. Hemos consultado con numerosos médicos 
y expertos en la materia y entendemos que por el simple hecho de que un recluso tengan VIH, encuéntrese en 
cualquier estado de la enfermedad, no procedería una prisión domiciliaria sino que habría que someterlo a un 
informe pericial, objetivo e imparcial para que el Juez cuente con ese asesoramiento y proceda a la prisión 
domiciliaria. 


Hemos invitado a los integrantes del Programa Nacional de SIDA y, entre ellos, a la doctora María Luz 
Osimani para tener la mayor articulación posible con el Ministerio del Interior y, concretamente, con este 
Programa y con el Servicio de Enfermedades Infectocontagiosas que tiene una buena experiencia en el 
COMCAR y aspiramos poder ampliarla a todos los centros penitenciarios. 


Quisiera decir que está a disposición de todos los miembros de la Comisión el reglamento disciplinario de los 
establecimientos de la Dirección Nacional de Cárceles; en este momento contamos con un reglamento 
disciplinario general. Una de las propuestas que hemos planteado al Inspector Navas es trabajar en cada uno 
de los establecimientos y contar con reglamentos disciplinarios para cada uno, porque cada uno responde a 
una etapa diferente del sistema progresivo. 


En lo que refiere a las cárceles departamentales, como dependen de las Jefaturas de Policía, lamentablemente 
no hay un criterio único para manejar la gestión, sobre todo lo que refiere a los procedimientos disciplinarios. 
Precisamente, respecto a lo que el señor Ministro planteaba en cuanto a esta segunda etapa que nos 
proponemos para unificar el sistema, uno de los grandes retos va a ser unificar la gestión de todos los 
establecimientos y que la ley penitenciaria y el sistema progresivo sea una realidad en todos los 
establecimientos de reclusión. 


Otra de las cosas que ustedes planteaban era si existía algún tipo de cartilla o manual. Sí existía y se llamaba 
Manual del Recluso pero, lamentablemente, por razones presupuestales en la última Administración, se había 
suspendido su difusión. Nos hemos comprometido, en primer lugar, a revisarlo y, en segundo término, a crear 
un manual para la reclusa porque, aunque son pocas, existen y es importante hacer consideraciones especiales 
en torno a esto y poder hacer una impresión lo suficientemente abarcativa para que llegue a todas las 
personas privadas de libertad. 


Otro de los puntos planteados y que puede ser colateral a esto es la comisión de reclusos. El señor Diputado 
Chifflet es un gran defensor de la experiencia de la cárcel de Bella Vista. Personalmente, tuve la posibilidad 
de trabajar en Colombia, concretamente en esta cárcel con Naciones Unidas y es una excelentísima 
experiencia para aprender; se trata de una cárcel que tenía enfrentamientos entre paramilitares y guerrilleros y 


que hoy tiene unos niveles de paz y de sociabilidad que seguramente pocas cárceles de nuestro país conocen. 
La intención es, a partir de algunos ejemplos concretos en la región, poder concretar la experiencia de 
comités de reclusos, comisiones de derechos humanos o como queramos llamarles. Quizás lo que nos ha 
detenido son fundamentalmente razones prácticas: ¿quién constituye los comités? ¿Quién controla que las 
elecciones se hagan en debida forma, es decir, que sean obligatorias, reservadas, secretas, etcétera? Creemos 
que el comisionado parlamentario en esto juega un rol absolutamente vital; seguramente como sucede en toda 
la región, el organismo que actúa como contraparte de las comisiones de reclusos son los defensores del 
pueblo, comisiones nacionales de derechos humanos o como se llame en cada establecimiento. Obviamente 
que apuntamos a eso y creemos que va a ser una medida importante en lo que refiere al respeto de los 
derechos humanos. 


Respecto a las comisiones de familiares de reclusos ya hay una experiencia que evaluamos como bastante 
positiva en el marco de la Dirección Nacional de Cárceles, donde hay una oficina de atención a los familiares 
que estamos intentando potenciar, fortalecer y organizar. 


Por último, estamos apostando fuertemente a trabajar en red y coordinar con organizaciones que ya están 
trabajando en esta materia. Junto al doctor Díaz, hace poco tiempo, tuvimos una reunión con un uruguayo 
que está trabajando en París con la Organización Médicos del Mundo. Vamos a reiniciar ese contacto para ver 
si podemos hacer convenios de cooperación definidos en la materia. Hemos hecho contacto con el Comité 
Internacional de la Cruz Roja, que nos facilitó estos manuales de capacitación. En el tema relativo al VIH es 
fundamental apostar a la prevención y a la capacitación dentro de los establecimientos penitenciarios. La 
tercera gran pata en todo esto, obviamente, es la Universidad, con la que ya estamos iniciando algunos 
contactos; me refiero concretamente a la Facultad de Odontología, de Medicina y otras que creemos serán de 
gran apoyo para la realidad penitenciaria. 


SEÑOR LLOSA.- Podríamos comenzar por explicar qué es la emergencia sanitaria de la que tanto se 
habla. La emergencia sanitaria apunta a qué tipo de patologías son las que se ven en las cárceles. 
Estamos hablando de un grupo de gente joven el 80% de los reclusos tienen entre 20 y 50 años de edad 
y el tipo de patología es propia de la edad y de la situación en que se encuentran esas personas. Entre 
las personas jóvenes no existen patologías de gravedad, existen patologías agudas. También influye el 
tipo de personas que están en la cárcel, con un nivel cultural muy bajo, que muchas veces no conocen 
su propio organismo y no tienen acceso a que alguien le pueda decir si están enfermos o si se trata de 
una situación pasajera. 


Nuestro ideal es ofrecer en las cárceles el mismo nivel de calidad asistencial que el que tiene el resto de la 
población. Hoy por hoy, Salud Pública tiene grandes problemas con la población en general y se ven 
reflejados también en nuestros reclusos. El Hospital Penitenciario, que era como se denominaba 
antiguamente, tiene un organigrama que data de 1943 y con muy pocos cambios sigue hasta el día de hoy. 
Eso fue cuando existían menos establecimientos y todo rondaba en un centro penitenciario, la Cárcel de 
Punta Carretas, donde existía un hospital. Cuando se cerró Punta Carretas también se cerró el Hospital 
Penitenciario. Hace dos años, el Inspector Navas, con muy buen tino, le cambió la denominación porque 
hasta los Jueces decían manden al Hospital Penitenciario y este, en realidad, no existía. Entonces, se le 
cambió la denominación por la de Servicio Médico Penitenciario. Cuando salimos de la dictadura y pasamos 
a la democracia, perdimos funcionarios; teníamos cirujanos, anestesistas, instrumentistas, es decir, un montón 
de especialidades propias, pero al no haber un hospital fueron redistribuidos a servicios hospitalarios, como 
Sanidad Policial, o al interior. Lo que sucede es que quedamos con una enorme cantidad de carencias. A eso 
se agrega, cuando el motín de Libertad, un nuevo establecimiento penitenciario siempre con la misma 
cantidad de gente. Entonces, teníamos un servicio que carecía de personal y al abrirse uno nuevo hubo que 
dividir al personal médico. 


Como bien señaló el señor Ministro, tenemos dos objetivos: uno es mejorar la atención primaria e igualarla a 
un nivel de policlínica auxiliar o barrial. Para eso es necesario mayor cantidad de personal; se solicitó que 
esto sea incluido en la Ley Presupuestal. A veces se entiende mal; por ejemplo, en el COMCAR el Director 
dice: "Tenemos un médico", pero es un médico por día. Lo que sucede es que el médico, por reglamento, 
cumple veinticuatro horas semanales. Entonces, en realidad, tenemos siete médicos. En el COMCAR 
tenemos un médico y un enfermero. 


Contamos con 31 médicos, de los cuales 21 están de guardia. En cuatro establecimientos sería necesaria la 
guardia permanente. Hay siete médicos en el COMCAR, siete médicos en Libertad y siete en la Cárcel de 
Mujeres. La Tablada no tiene médico las veinticuatro horas. El servicio médico de Libertad estaba cubierto 
por siete médicos y siete enfermeros; dejamos los siete médicos en Libertad y los siete enfermeros pasaron a 
La Tablada. Hay otros tres médicos que van a ese establecimiento a hacer policlínica. Cuando hay una 
emergencia en La Tablada recurrimos al Hospital Saint Bois, por su cercanía. Además, los enfermeros que 
tenemos son de muy buen nivel -casi todos están trabajando en unidades de emergencia- y tienen capacidad 
como para decidir si deben ser trasladados al hospital o deben quedarse en el establecimiento. 


En este momento, en el COMCAR, donde hay alrededor de 2.900 personas, se realizan aproximadamente 
200 consultas diarias de policlínica, se atienden emergencias por autoagresiones, por cuadros agudos propios 
de las personas -se ven muy pocos casos, dos o tres al mes; nos referimos a apendicitis, colecistitis- y por 
riñas. El médico, además de las consultas de policlínica, debe ver los ingresos. Se producen alrededor de 
treinta ingresos los días lunes, veinte o veinticinco los días miércoles, veinte o veinticinco los viernes. A estas 
personas que ingresan se les debe hacer la historia clínica, pero no hay capacidad como para hacerla 
adecuadamente. En realidad, la historia está prehecha porque no hay tiempo para hacerla, no se complementa 
con exámenes de laboratorio. Más que una historia clínica, se trata de ver si la persona está en condiciones de 
ingresar a la cárcel, si tiene alguna lesión producida en el exterior o si padece alguna patología infecciosa que 
pueda provocar alguna epidemia intracarcelaria. 


Con respecto a los medicamentos, hasta el año 2002 se realizaba la compra directa de medicamentos por un 
monto de $ 4:000.000. En el año 2002 debieron haberse hecho tres licitaciones, pero se realizaron dos, por un 
monto de $ 2:000.000. A partir de ahí comenzamos a tener un déficit muy grande de medicación. 


La medicación esencial y de mayor importancia existe, no es la que falta. Existe la queja de que no hay 
medicamentos. Yo prefiero no tener medicamentos a tener muchos y gente que no sepa distribuirlos. Con un 
solo médico no puedo distribuir muchos medicamentos, aunque los tuviera. Necesito personal para la 
atención primaria y a partir de ahí un buen abastecimiento de medicamentos. 


En el año 2003 teníamos asignados para medicamentos aproximadamente $ 2:200.000, pero por orden del 
Ministerio de Economía y Finanzas tuvimos que utilizar el 80% de ese monto. Por lo tanto, se compró 
medicamentos por un valor de $ 1:700.000, mientras que antes del 2002 se estaba comprando por un valor de 
$ 4:000.000. Actualmente tenemos un déficit de alrededor de $ 2:500.000 para contar con una medicación 
adecuada. 


Hasta el mes de marzo teníamos una carencia total de medicamentos. En abril se habilitaron las partidas para 
la compra de medicamentos. Ingresamos al UCAMAE, la unidad de compras de medicamentos del Estado. 
De manera que ya no se hacen más licitaciones, sino que se compra según los precios aceptados por esta 
Unidad. A partir del 1% de mayo comenzaron a llegar los medicamentos, y actualmente ya no hay quejas en 
cuanto a que no se estaba cumpliendo con el convenio de Salud Pública con respecto a los pacientes con 
VIH. De todos modos, como dijo el señor Ministro, tenemos medicación hasta el mes de agosto. La falta de 
medicamentos que había, hoy se está solucionando. Restan algunas entregas de los laboratorios, pero se va 
solucionando. 


En cuanto a los pacientes con VIH, se solicitó la autorización para contar con una doctora especializada en 
infectología, presentada por el doctor Estévez, médico del Servicio de Enfermedades Infectocontagiosas, que 
va a empezar a trabajar conjuntamente con él, en forma honoraria. 


Con respecto a la atención, actualmente tenemos 114 pacientes con VIH en la Dirección Nacional de 
Cárceles y 21 en el resto del país. En el interior hay muy pocos portadores de VIH: dos en Rivera, uno en 
Paysandú, uno en Río Negro, un hombre y una mujer en Colonia, doce en Canelones y tres en Maldonado. 
Del total de pacientes con VIH, veinte o veintiún se encuentran en la etapa de sida. De los 114 pacientes de la 
Dirección Nacional de Cárceles -no tengo datos de los del interior del país- hay dieciséis con tratamiento 
específico antiretroviral. A veces, las personas piensan que en todo paciente con VIH se debe comenzar el 
tratamiento, y no es así. En el último Congreso realizado en la ciudad de Montevideo por el Departamento de 
las Naciones Unidas para la enfermedad del sida, se dijo que el tratamiento se debe empezar tarde, y que 
debe ser fuerte y continuo, no como antes, cuando se sostenía que debía comenzarse con el tratamiento por 
las dudas, como profilaxis. Hoy hay que estar bien seguro de que se está dentro de los parámetros 
internacionales. Se trata de parámetros técnicos, el CD4, que es el linfocito específico, menores de 200 y una 


población linfocitaria mayor de 100.000 copias por milímetro cúbico. Los pacientes VIH positivos cuyos 
valores están dentro de las cifras establecidas son derivados a un comité de tratamiento del Servicio de 
Enfermedades Infectocontagiosas. Allí hay varios profesores, infectólogos, que son quienes deciden si un 
paciente debe comenzar un tratamiento. De manera que el solo hecho de que sean pacientes VIH no significa 
que deban comenzar a tratarse. A veces, el paciente portador de VIH no conoce estos parámetros y solicita 
una medicación que no está indicada para la etapa de la enfermedad en la que se encuentra. 


En cuanto a los exámenes, que son muy costosos, sobre todo el relativo a la población linfocitaria que es en 
el que se hace mayor hincapié internacionalmente, Salud Pública tuvo problemas, que los ha ido 
solucionando poco a poco. Actualmente, hay una lista bastante importante de pacientes con VIH a los que se 
les debe realizar controles. En lo que tiene que ver con el servicio odontológico, al finalizar el Hospital 
Penitenciario se acabó la asistencia integral del paciente. Actualmente no se hace prevención bucal ni 
tratamientos; se realizan solo extracciones e impresiones para hacer prótesis. El establecimiento de Libertad 
cuenta con un odontólogo; el COMCAR, con tres; la Cárcel de Mujeres tiene una odontóloga y La Tablada 
no tiene, por lo que los pacientes son derivados al COMCAR. Al respecto, estamos trabajando con la 
Facultad de Odontología para ver si podemos hacer allí, por lo menos extracciones. No estamos hablando de 
tratamientos bucales porque, como todos saben, son muy costosos. Por ejemplo, habilitar un consultorio 
costaría aproximadamente US$ 8.000, pero también se necesitan otros materiales para realizar los 
tratamientos. 


En el COMCAR se hacen doscientos ochenta consultas mensuales de odontología, en Libertad se hacen unas 
setenta en el mes, en La Tablada, unas veinte, y en el establecimiento femenino unas cuarenta consultas. 
Luego de la consulta, lo único que puede hacer el odontólogo, si la pieza dental tiene un foco séptico y no se 
puede salvar, es extraerla. Posteriormente, el recluso que es penado tiene posibilidades de realizarse una 
prótesis dental por medio del Patronato, pero el año pasado solo se hicieron entre ocho y diez prótesis en 
total. En el caso del procesado, tiene que pagar él sus prótesis. Hoy algunos procesados lo hacen, por lo que 
se les toma la impresión y luego se lleva a laboratorios externos, pero en forma privada. 


En cuanto a la anestesia, sucede lo mismo que con toda la medicación. Desde octubre o noviembre del año 
pasado hasta hoy no ha habido anestesia; solo había una de emergencia para aquellos casos en que era 
fundamental utilizarla. Ningún odontólogo haría una extracción sin anestesia. Es imposible que eso haya 
ocurrido, porque leí la versión taquigráfica de una sesión anterior en la que se decía que se había realizado 
una extracción sin anestesia. Eso no sucede. Hoy se está solucionando el tema de la anestesia y se están 
haciendo extracciones, pero no hay campañas de profilaxis. 


Con respecto a las campañas, hicimos un proyecto por el que tenemos que protocolizar todos los tratamientos 
dentro de la cárcel. Debemos tratar de hacer campañas de información al detenido. Nos pusimos en contacto 
con una ONG, en la que interviene la Escuela Matriz de Enfermería. En cualquier momento va a empezar a 
trabajar, porque ya fue autorizada. Se va a comenzar a trabajar con un plan piloto. Se quería comenzar a 
trabajar en el establecimiento de detención para mujeres, pero me opuse porque dije que todo se da a ese 
lugar, mientras que al COMCAR, que es el lugar más importante, se le deja de lado. El problema de las ONG 
es que todas empiezan con mucho ímpetu pero luego se agotan solas. Pero tenemos la intención de comenzar 
en un módulo este mes, para dar información sobre las principales patologías que existen en las cárceles. La 
principal patología es la psiquiátrica, de la que es muy difícil dar información. 


En cuanto a las enfermedades del aparato digestivo, podemos decir que son propias del estrés que está 
padeciendo el recluso y de la mala alimentación en calidad y en cantidad. Hoy ha mejorado un poco en 
cantidad, pero su calidad sigue siendo muy deficiente. Por ejemplo, en el COMCAR tenemos 157 
indicaciones de dieta por afecciones gástricas, por hipertensos y diabéticos, pero no se están cumpliendo 
porque no se puede. No puede haber un régimen hiposódico porque se hace una comida general; no existe 
una cocina especial, por lo que los hipertensos comen comida con sal. 


En lo que tiene que ver con la hipercolesterolemia, de qué nos sirve dar medicación -que la tenemos- a un 
paciente que tiene el colesterol alto si después le estamos dando mondongo, achuras de pollo y otras cosas, 
porque nos es imposible dar una dieta adecuada. También es imposible hacer un régimen hepático. Por lo 
tanto, los problemas digestivos son muy importantes. No son de gravedad; no implican peligro de vida, pero 
son de mucha importancia. Debe haber un 70% de la población que sufre de algún trastorno digestivo. 


Otro problema muy importante son las enfermedades dermatológicas. En ellas incluimos los forúnculos, la 
sarna, escabiosis, y la pediculosis. El principal problema para erradicar estas enfermedades es el 
hacinamiento y la falta de higiene. No hay agua caliente en ningún establecimiento, no hay agua en algunos, 
no hay jabón y no hay cómo lavar la ropa, por lo que es imposible decir a un recluso que tiene que bañarse y 
ponerse ropa limpia cuando no hay un lugar donde hacerlo. Por eso, en un proyecto que hemos elaborado, se 
ha propuesto la creación de un lavadero general, que no es muy costoso. El Estado debería proveer de ropa a 
aquellos reclusos que no tienen para adquirirla. 


Entonces, en la cárcel encontramos las categorías que vemos en la población en general: presos de alta 
categoría y presos de muy baja situación económica. En ese sentido, la ayuda de los familiares es 
importantísima. 


Si pudiéramos solucionar el tema de la higiene, el problema de la forunculosis sería mínimo. Hoy ha 
disminuido la epidemia general de forunculosis, pero se sigue manteniendo en forma endémica. Aparece uno 
o dos nuevos casos diarios en el COMCAR, que es en el lugar donde se ve más, mientras que en Libertad no 
aparecen casos nuevos todos los días. Hay medicación para tratarla pero no hay -esto es fundamental- 
prevención. Nosotros le sacamos el forúnculo hoy, pero mañana se contagia de nuevo. 


Con respecto a la sarna ocurre lo mismo. Ha disminuido enormemente entre la población en general, porque 
hubo una epidemia general, pero ahora está bajando también dentro de la cárcel. El problema es que es de 
muy fácil contagio, dado que hay reclusos que conviven en un lugar muy estrecho, que se intercambian ropa 
y frazadas y que no hay capacidad para lavarlas. Si se soluciona eso, se mejora el 50% de las patologías que 
vemos en las cárceles. 


Con respecto a la tuberculosis, es de suma importancia lo que estamos viendo. En lo que va del año tenemos 
14 nuevos casos de esta enfermedad. El año pasado tuvimos en todo el país 59 casos nuevos entre toda la 
población carcelaria, 29 fueron de la Dirección Nacional de Cárceles, de Montevideo y el resto fue en el 
interior. La tuberculosis va en una pendiente en ascenso continuo. 


El problema no es el caso detectado, sino el que no podemos detectar. 


En el COMCAR el médico tiene muy difícil acceso directo al paciente. Si este no nos es traído desde cada 
módulo, resulta imposible que el médico tenga posibilidad de conversar, aunque sea, con él. No es el mismo 
sistema que existía en la Cárcel de Punta Carretas, donde todos podían concurrir a un lugar que funcionaba 
como centro médico; en el COMCAR eso es imposible, por un tema de seguridad. Asimismo, debido a la 
falta de personal, es imposible que el médico concurra a los cinco módulos; no le alcanzaría el día para 
atender las consultas. Está reglamentado que el médico de los lunes vaya al Módulo 1 y el de los martes, al 
Módulo 3; no recuerdo bien los días, pero ese es el sistema. 


El médico concurre al módulo y pregunta por las patologías, pero muchas veces se diagnostica la enfermedad 
que está padeciendo un recluso y no le llega la medicación correspondiente, ya que existe falta de 
comunicación, y el enfermo no puede ir a buscar la medicación; sobre todo, es un problema de 
funcionamiento por falta de personal. 


Con la tuberculosis sucede lo mismo. Estamos manteniendo reuniones con la Comisión Honoraria para la 
Lucha Antituberculosa -su Presidente, el doctor Sergio Curto, está haciendo un informe-, porque esta ONG 
va a empezar a dar charlas a los presos sobre los hábitos de higiene, la sintomatología y la consulta 
injustificada, que lleva a que la población vea disminuida la atención del médico, que está sobrepasado. Esta 
Comisión dará información también acerca de la sintomatología respiratoria. Una vez que diagnosticamos al 
tuberculoso, ya sabemos con quiénes puede haber tenido contacto; ese no nos asusta, sino aquel que está 
rondando en las cárceles, dando vueltas, y no sabemos que está tuberculoso. Hoy por hoy, por suerte, la 
tuberculosis en Uruguay no tiene cepas muy resistentes -ya al comienzo del tratamiento se hace negativo-, 
por lo que el recluso puede permanecer en el establecimiento, sin necesidad de sufrir aislamiento. Entre las 
charlas de educación que vamos a dar a los reclusos, les diremos que cuando tengan expectoración por un 
tiempo prolongado -más de dos semanas- o cuando se repita en un corto plazo, consulten al médico. La 
Comisión Honoraria nos dará más posibilidades para hacer el examen de baciloscopía; eso ya se está 
comenzando a llevar adelante. Se va a instruir al personal, porque la tuberculosis no solo ha aparecido en los 
reclusos, sino que también se ha dado en el personal policial. El personal subalterno, sobre todo el antiguo, 
está muy mal instruido; muchos tienen solo primaria y, algunos, no la han finalizado. Ese personal subalterno 


es el que está en contacto más directo con el recluso, por lo que creo que hay que darle educación sobre estas 
enfermedades. 


Con respecto a las patologías quirúrgicas, tenemos una lista de cuarenta personas en espera. Hoy por hoy, un 
paciente necesita tener una complicación para ser asistido en un hospital público. Si diagnostico una hernia 
inguinal, la estudio y hago la evaluación preoperatoria, queda ahí, en una lista; hay gente que lleva más de 
cinco años en esa situación. Cuando se produce una complicación con un paciente -que en una hernia puede 
ser una estrangulación-, sí es operado de urgencia en un servicio de Salud Pública. Creo que la construcción 
del hospital penitenciario es importante para que esto no suceda. Un hospital penitenciario no tiene por qué 
tener un nivel muy especializado -por ejemplo, niveles 3 o 4-, porque no hay oposición de las autoridades ni 
del personal en cuanto a que una persona que tiene traumatismo de cráneo o herida del gran bazo ingrese a un 
CTI y sea asistido sin problema ninguno. No obstante, cuando se trata de un cálculo biliar, de una litiasis 
vesicular, de una hernia inguinal -en los pacientes jóvenes, es la patología más común- o de hemorroides -es 
uno de los problemas más importantes dentro de la cárcel-, esos pacientes viven toda su detención con esa 
patología, porque es imposible resolverla. Esta situación no se puede resolver dentro de la asistencia 
primaria, sino que necesita un nivel superior; es algo que llevará su tiempo. Por otra parte, un paciente de 
Salud Pública de la población en general también espera dos o tres años para poder ser operado, o sea que no 
solo le pasa al paciente recluso. 


Las enfermedades cardiovasculares no son muy importantes; las personas jóvenes no tienen muchas 
patologías; a lo largo de su vida las van a tener porque son afecciones de hipertensos y dislipémicos, pero en 
el momento, mientras cumplen sus condenas, no son un problema muy grave. 


Las enfermedades respiratorias, dejando de lado la tuberculosis, son estacionales, como sucede en toda la 
población; hay enfermos diabéticos, enfermedades metabólicas y tiroideas, pero no son de gran importancia, 
y están controladas por un médico especialmente constituido para atender a estos pacientes crónicos. 


Sí tenemos un problema muy grande con las emergencias. Carecemos de ambulancias. Muchas veces, los 
pacientes tienen que ser trasladados en una camioneta, sin personal, porque tenemos un médico y un 
enfermero; dejamos la cárcel sin personal de la salud o hacemos el traslado. Muchas veces en esto pesa la 
opinión del médico que atiende el caso; si es un paro respiratorio, el médico explica que si el paciente no va 
acompañado, se muere. A veces, tenemos la suerte de que la Emergencia de Salud Pública nos asista; a veces, 
no. En la Cárcel de Mujeres eso no existe, porque hay un convenio con una unidad de emergencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar la palabra al señor Diputado Chifflet -sé que él va a compartir 
el traslado de esta inquietud, porque él mismo la puso de manifiesto en la Comisión-, quiero hacer 
referencia a una información que se dio en cuanto a que el traslado de las pacientes embarazadas y a 
punto de tener familia se haría con ellas esposadas. Nos interesa conocer ese aspecto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Ese tema, seguramente, llegó por la misma vía al Ministerio. 
Llamamos inmediatamente al Director Nacional, quien se extrañó por algunas de las condiciones en 
que eran trasladadas; otras son producto de los manuales que se aplican. Reclamé una rectificación 
que tendiera a generar las condiciones adecuadas que reclaman los médicos que las atienden y 
humanizar totalmente el trato. Me descartaron que se las llevara engrilladas, pero sí fueron esposadas 
algunas reclusas que iban a tratarse desde el punto de vista ginecológico y, a veces, durante el 
embarazo. 


Quiere decir que eso está encaminado a superarse radicalmente. Expresé que si iban dos buenos funcionarios 
penitenciarios, seguro que podrían dominar la situación, simplemente con la presencia personal, física, sin 
necesidad de trasladarlas en esas condiciones. O sea que había allí reglamentos, formas, que me cuesta 
entender. En este caso ya se dieron las órdenes pertinentes para resolverlo. Él decía que quizás se estaba 
aplicando la custodia de manera demasiado exagerada en cuanto a esa persona. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Fueron planteadas dos situaciones por parte de algunas reclusas y familiares 
de reclusos. La primera de ellas tenía que ver con la forma en que se realizaban los traslados de las 
mujeres privadas de libertad, estuviesen embarazadas o no, y es la primera situación que queríamos 
diferenciar. La propia ley nacional, y la internacional, habilitan que los traslados se realicen con 


determinados medios de coerción, respetando la dignidad de la persona, sin que sea expuesta al 
público, etcétera, pero sí es posible inmovilizarla para su traslado mediante, eventualmente, el uso de 
esposas. Este es uno de los puntos que el señor Ministro sugirió que revisara el Inspector Navas. De 
alguna manera, entonces, la normativa nacional e internacional avalaría la posibilidad de utilizar 
medios de coerción. 


La otra situación planteada fue acerca de un tema muy grave, del cual recibimos noticias y acerca del cual fue 
consultado y solicitada su rectificación por parte del señor Ministro: el hecho de que habría mujeres 
embarazadas que estarían dando a luz esposadas, o mujeres que cuando se les realizan determinados 
exámenes ginecológicos estarían esposadas. Esto, obviamente, no tiene nada que ver con los traslados y 
determinados medios de coerción. En ese sentido, el Ministerio fue muy claro y trató de rectificar ese 
procedimiento para que ninguna mujer embarazada diera a luz esposada y para que los mecanismos de 
seguridad, en ese caso, fueran otros, pero que jamás se usara una esposa o un grillete. El Inspector Navas 
descartó que las mujeres estuvieran dando a luz en esas condiciones; por lo menos dijo que él no tenía 
conocimiento de ello, pero que de todas maneras iba a instruir al personal de seguridad para que esa práctica, 
en el caso de que se estuviera utilizando, se dejara de aplicar en forma inmediata. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quiero hacer unas puntualizaciones muy concretas. 


Primero -algo que confirma la impresión que ya tenía-, se han establecido lineamientos de política carcelaria, 
cosa que es muy importante. Recuerdo que en 1990, cuando empezamos a trabajar en el tema cárceles en la 
Comisión de Derechos Humanos de esta Cámara, citamos a abogados de oficio, a distintos abogados, 
técnicos, etcétera, y la conclusión sería sintetizada en la frase de una destacada abogada de oficio que dijo 
que las cárceles están como están porque en este país no ha existido, durante décadas, otra política carcelaria 
que hacer de los establecimientos carcelarios depósitos de seres humanos. Esto nos impresionó a todos, pero 
era la verdad que habíamos comprobado, al extremo de que en la propia Cámara dijimos que habíamos 
asistido, en algunos casos, a verdaderos campos de concentración. Esto cayó mal en aquel momento, pero al 
tiempo los propios legisladores que habían reprochado esta afirmación comprobaban que era así. Primera 
cosa importante, entonces: hay lineamientos -se nos prometen y vendrán en poco tiempo, según dice el señor 
Ministro- de una política carcelaria. 


Segundo: el señor Ministro y su equipo pueden tener la seguridad de que esta Comisión tendrá una 
preocupación permanente sobre los mismos temas, es decir, podrán existir coincidencias o discrepancias, 
pero siempre se tratará de apuntar al cumplimento de los derechos humanos en los establecimientos 
carcelarios. Una información muy breve: el Parlamento ya está trabajando en la designación del Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario. Mañana tenemos una penúltima reunión y después lo designará la 
Asamblea General. No necesito insistir ante ustedes en la importancia del Procurador Parlamentario y la 
incidencia que puede tener en estos temas de derechos humanos. 


Quiero informar a los visitantes que el proyecto de rehabilitación carcelaria ha comenzado a analizarse, 
inclusive en esta Comisión. Sabemos que la preparación del personal, etcétera, va a llevar un tiempo; muy 
probablemente -esta es una idea que se manejó en la Comisión; no sé qué mayoría puede tener, pero sin 
ninguna duda podremos llegar a un acuerdo al respecto- aprobemos el proyecto, lo apruebe el Parlamento y 
fijemos una fecha de comienzo de la rehabilitación carcelaria -es decir, la que quita las cárceles de la órbita 
del Ministerio del Interior y las pasa a un organismo distinto- en un tiempo después, cuando se cuente con el 
personal correspondiente. Eso lo conversaremos en su momento. 


Tercer punto de la reunión de hoy que me parece importante: recuerdo que durante mucho tiempo las 
visiones de los establecimientos penitenciarios eran contrapuestas. Venían denuncias, se planteaban los 
temas, venían los desmentidos, se investigaban casos concretos y siempre había más de una versión, etcétera. 
Diría que esto se cambió radicalmente cuando apareció el Inspector Navas. Aprovecho que no está, para 
elogiar de su gestión desde aquel momento. Él empezó por decir la verdad sobre los establecimientos 
carcelarios, lo que le llevó, sin ninguna duda, a preocuparse, en virtud de que pasó algunas situaciones 
difíciles como consecuencia de que le preguntaban: "¿Se violan los derechos humanos en las cárceles?", a lo 
que contestaba: "Sí, la situación de hacinamiento es violatoria de los derechos humanos, de hecho". Esto 
creaba problemas de desubicación de algunos medios periodísticos e, inclusive, de autoridades, que no 
entendían esto. 


Creo que hoy se ha dado un paso más, porque aquí se ha expresado -el doctor Llosa lo ha dicho y, desde 
luego, el señor Ministro y sus asesores también- una serie de cosas muy importantes que de alguna manera, a 
mi modo de ver, confirman lo que plantearon los denunciantes en la reunión anterior, denuncia que motivó la 
preocupación de esta Comisión. Por ejemplo, aquí se dijo que no se tiene tiempo para atender a los reclusos, 
porque el personal no es suficiente y no hay capacidad para ello, que no hay exámenes de laboratorios 
suficientes, que algunas patologías de los que ingresan no están perfectamente determinadas -o no de una 
manera ideal, como correspondería-, que hace un tiempo se atendía a una población con cuatro millones - 
digo una cifra que no recuerdo exactamente; y se supone que era para una población menos numerosa- y hoy 
se atiende con poco más de dos millones, o sea que la insuficiencia es notoria. 


Además, ha habido problemas muy específicos. Sé que ha habido informes sobre la situación odontológica 
que confirman lo que dice el doctor Llosa. Y aquí el asunto es muy grave, porque yo vi en el COMCAR 
dónde se atiende a los internos; les diría que este es un sillón odontológico con relación a la silla donde se 
atiende al paciente. Esto lo comprobamos con Médicos del Mundo, que hizo un informe excelente en ese 
sentido. A propósito, al pasar, digo que vendría muy bien esa gestión que ustedes están haciendo con Médicos 
del Mundo, porque ellos están dispuestos a colaborar. Inclusive dijeron en esta Comisión, conmovidos y con 
cierto estilo diplomático pero veraz, que Uruguay no se merece las cárceles que tiene. Ellos están dispuestos 
a colaborar, pero quizás sea conveniente indicarles que habrá controles suficientes, etcétera, porque ellos 
recogieron informes de desaparición de medicamentos, de medicamentos que se entregaban a los internos 
para que ellos mismos los manejaran. Es decir, si se entrega al recluso un medicamento en pastillas para que 
las tome cuando le parezca o cuando sienta necesidad, esto lleva hasta una suerte de comercio de 
medicamentos dentro del establecimiento, etcétera. 


Hay problemas muy graves. Yo no anoté todos; subrayo lo de la situación odontológica porque es algo a 
superar. Diría que las patologías psiquiátricas están en una situación similar. Me he encontrado con enfermos 
que no deberían estar en un establecimiento penitenciario, sino en un manicomio, en un establecimiento 
psiquiátrico. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En el Vilardebó les dan el alta enseguida. 


SEÑOR CHIFFLET.- Efectivamente, pasa eso. Los llevan un tiempo, pero después se los sacan de 
encima y los pasan a donde corresponda. A propósito, tengo que decir que el Cuerpo Directivo del 
Vilardebó me dijo que si ese establecimiento -que es amplísimo, al que, inclusive, deben cuidar como 
patrimonio histórico y que tiene solo un sector destinado a las salas psiquiátricas- se comercializara de 
alguna manera -desde luego manteniéndolo como patrimonio histórico-, por ejemplo, como un gran 
"shopping", con los ingresos del alquiler se tendría lo imprescindible para tener un establecimiento 
psiquiátrico en forma y no con las carencias que actualmente tiene el Vilardebó, que debe destinar 
parte de sus recursos a gastos edilicios. 


Por otra parte, se nos ha dicho -no subrayo algunas otras cosas que también son muy importantes, como los 
casos de forunculosis, de sarna, de pediculosis- que no se han podido combatir cucarachas ni ratas. Y 
adelanto que en Cabildo, por ejemplo, me enteré de que existía ese problema de ratas y de inmediato 
llamamos a las dependencias correspondientes y se atendió. En alguna oportunidad, a propósito de los 
sucesos de 2001 en el COMCAR, pude hablar con las dependencias correspondientes de San José y el 
Servicio de Desratización concurrió al lugar. Esto es sumamente grave porque según las denuncias realizadas 
los reclusos se despiertan con cucarachas entre las sábanas que, lógicamente, trasmiten enfermedades. Digo 
más, los casos de tuberculosis y de enfermedades en general son particularmente graves, porque inclusive se 
trasmiten a los guardias, que están a media pena, a quienes debemos reconocer que muchas veces hacen sus 
sacrificios y hasta han aprendido a ganar autoridad como corresponde; quizás algunos de ellos sean correctos 
funcionarios en una futura administración. 


Hay una serie de ONG que trabajan en esta materia. Creo que estuvo muy bien el doctor Luis Llosa cuando 
señaló -coincido con él- que algunas ONG trabajan muy bien un tiempo y luego decaen. Otras consiguen 
alimentos, porque falta alimentación, organizando un gran festival en el Estadio y consiguen tres mil kilos de 
arroz, pero eso no soluciona nada, ya que es preferible que los internos trabajen y ellos mismos obtengan por 
la siembra, por determinadas crianzas o cultivos, lo imprescindible. Para esta tarea no se precisan mayores 
recursos. 


El ingeniero Agazzi, actual Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, hizo un excelente informe en el 
Grupo Tripartito de Trabajo para el mejoramiento del sistema carcelario en la Legislatura pasada sobre cómo 
se podía atender, con apoyo de las Facultades de Agronomía, de Veterinaria, etcétera, la crianza de 
determinados animales en los establecimientos carcelarios y algunos cultivos que, sin duda, abaratarían el 
costo de esos elementos. Habría que estudiar las compras -discúlpeseme la sugerencia- porque en una de las 
últimas visitas que realicé al COMCAR comprobé que se estaba pagando la leche más cara de lo que la cobra 
CONAPROLE, lo que me pareció un disparate mayúsculo; esto no lo tengo totalmente probado, pero uno 
tiene que trasmitir necesariamente estas informaciones que, a mi juicio, vienen de buena fuente, aunque hay 
que confirmarlas. De la misma manera, en el establecimiento de Canelones, donde hay solo 27 reclusos 
trabajando en un inmenso establecimiento, según ellos porque allí se ingresa por muñeca política -así se me 
dijo y se me prometió probarlo cuando salieran algunos de los internos; se lo dicen a todo el que conversa en 
confianza con ellos-, los internos denuncian que mucho de lo que se produce allí va a determinados lugares 
desde donde se redistribuye, pero se pierde la mitad en el camino. No sé si es así; me consta que estas 
acusaciones son graves, pero tengo el deber de plantearlas para que se controle como corresponde, porque tal 
vez por esa vía se encuentre una manera de abaratar los alimentos. 


Por último, creo que lo que daría mucho resultado es que llegara a los familiares, a gente que nos visitó y a 
otros, alguna información. Cuando se les explica a ellos qué es el Comisionado Parlamentario, en qué se está 
trabajando para sacar las cárceles de la órbita del Ministerio del Interior o las medidas que está pensando el 
Ministerio para el futuro inmediato, la gente se tranquiliza. Esa información no les llega o les llega 
deformada, lo que es peor. Claro está, si el señor Ministro no informa, genera inquietud, y si lo hace, se dirá 
que es mediático, como en algún momento se pretendió señalar porque había hablado públicamente de las 
cosas que se pensaba hacer. Inclusive, se ha tergiversado la información que el propio señor Ministro no dio, 
porque se llegó a decir que pensaba abrir las cárceles a tres mil reclusos, mientras que nunca había dado una 
sola cifra. Esto consta en la versión taquigráfica de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, que todos hemos leído. 


Diría que las comisiones de internos, desde luego como señaló la señora Rodríguez, electas con todas las 
garantías -hay posibilidades de habilitar el voto secreto, para lo que no se necesitan demasiadas listas-, de la 
misma manera que las comisiones de familiares, no reelegibles directamente en el plazo de un año o seis 
meses, de tal manera que no intervengan bandas ni nada por el estilo, sin duda ayudarán a descongestionar las 
cárceles. 


Quiero señalar dos aspectos más que no figuran en el documento que enviamos al Ministerio y que me 
parecen esenciales. Cuando la gente en invierno o verano espera para entrar a la visita, tiene que esperar 
muchas horas, particularmente en el COMCAR', porque son muchas personas. La revisación a veces es hasta 
humillante, por decir lo menos. Una abuela nos dijo que en una oportunidad la habían desnudado delante de 
su nieta de ocho años para revisarla, etcétera, revisación que se tiene que hacer. Me indicaba, con razón, que 
existen otros procedimientos y aprovecho para señalar -no sé si es lo mejor; desde luego lo tienen que 
analizar los expertos- que en CNR, cuando hay visita, los internos son revisados al salir y al reingresar, por lo 
que la visita no tiene que ser revisada. Este procedimiento abreviaría el tiempo de espera. Es un tema a 
estudiar; la doctora tiene experiencia de cómo se procede en otros países. Sé que es una cuestión muy 
delicada. 


Se nos dice, por ejemplo, que la droga dentro del COMCAR circula con mucha facilidad; es un hecho que 
hay que estudiar. Sé que esto es muy difícil de combatir. Alguna gente vinculada a cárceles de España nos 
comentó que como en algún establecimiento había comunicación con el exterior a través de alambrados, 
desde afuera se tiraban pelotas de goma para que jugaran los reclusos, pero resulta que ahí iba la droga. Sé 
que hay hasta procedimientos sofisticados en esta materia, pero también que hay comisiones de internos y 
comisiones de familiares, integradas por padres que quieren que sus hijos salgan de la droga, y sin embargo 
la tienen a disposición en los establecimientos. 


Es muy grave también lo que se nos ha dicho, que no hay agua caliente, jabón ni ambulancias. Cuando un 
enfermo, con cualquier patología odontológica, está en La Tablada, tiene que esperar que haya vehículo para 
que lo lleven al COMCAR; está presente un prestigioso odontólogo que nos podría describir todo lo que 
significa el dolor de muelas y sus consecuencias, máxime en el caso de un interno que está sometido al ocio 
compulsivo y en situaciones sumamente difíciles. 


Después haré algunos planteamientos concretos porque cuando nos ponemos de acuerdo acerca de las 
carencias y de lo que hay que hacer, de pronto nos encontramos con que los casos de tuberculosis, 
efectivamente, han sido detectados. Esto es importante. Conozco el caso de un recluso que es la tercera vez 
que contrae tuberculosis. Según los familiares, no tiene atención; veremos cómo es el asunto y pasaré los 
datos al doctor, porque son casos particularmente graves. 


Por otra parte, la doctora Batalla me informó que fue a uno de los penales -creo que al de Libertad- a atender 
a algunos de sus reclusos; allí le exigieron que abriera su cartera, que contenía documentos. Le contestó que 
no porque llevaba documentos de los reclusos para tratar cada uno de los casos y que no los mostraría, 
porque correspondía al abogado y a los defendidos. Obviamente, se lo exigieron igual y le preguntaron si 
tenía celular. Ella dijo que no tenía, que no usaba, a lo que le contestaron que había defensores que entregan 
su celular al recluso, acusación genérica a todos los defensores. Ella decidió no ingresar, no atender a sus 
defendidos, porque se sintió ofendida por este tratamiento. Desde luego, deben superarse estos hechos. 


Conozco algunos otros casos concretos, pero me gustaría escuchar a los colegas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- El señor Diputado Chifflet planteó muchas de las inquietudes 
que manejamos en la Comisión. 


Vivo en Tacuarembó, donde se dice que se atiende mejor a la gente. Sin embargo, en ese hospital público, 
que es modelo, la gente también tiene que esperar bastante más tiempo del deseable para hacerse estudios, 
situación que todos somos conscientes que debe mejorar. 


Respecto al servicio odontológico, en muchos lugares no hay una atención adecuada; ni qué hablar que eso 
sucede en la cárcel y es parte de la realidad que vive el país. 


SEÑOR CHIFFLET.- El doctor Llosa nos ha dicho que en Salud Pública a veces hay que esperar dos o 
tres años para operarse. Admito que es así y el doctor Llosa está diciendo la verdad. Creo que es 
importante partir de la verdad para ver la tragedia que estamos enfrentando porque ya no solo hay 
emergencia en las cárceles, sino en todo el país. 


SEÑOR RODRIGUEZ (don Edgardo).- Estamos en una situación muy complicada pero lo alentador es 
que se han trazado líneas para ir trabajando simultáneamente en distintos frentes. El tema del 
hacinamiento debe ser el principal problema que hay y en la medida en que eso se resuelva va a 
habilitar que otro tipo de problemas se vayan atendiendo. 


Querría preguntarle al señor Ministro qué es lo que hay adelantado respecto al hospital penitenciario porque 
creo que sería muy importante concretarlo. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Quisiera hacer un aporte en la materia específica que atañe a mi profesión. 
Soy odontólogo y fui funcionario de Salud Pública durante unos cuantos años en el interior de la 
República. Conozco la situación planteada a este respecto; creo que a veces ciertas carencias reales y 
muy graves significan el dolor del ser humano y cuando éste se encuentra en cautiverio, privado de su 
libertad, hay ciertos parámetros que se magnifican, que se intensifican de una manera dramática y si 
todavía trae aparejado el dolor físico, se hace sumamente grave. A veces es necesario tratar ciertos 
temas con un poco más de humanismo, de humanidad; a veces existen las infraestructuras y no le 
damos realmente el sentido que deben tener cuando del ser humano se trata. Creo que es necesario 
intensificar y apuntar, fundamentalmente, a la coordinación transversal de los Ministerios que hoy 
tiene el entramado administrativo de nuestro Estado. En este sentido, el Ministerio de Salud Pública 
estaría en condiciones de dar una gran mano al Ministerio del Interior y, en este caso, al área 
penitenciaria. Existen recursos humanos de carácter permanente o transitorio; existen recursos físicos 
como para poder dar una atención mucho más digna al preso. Hemos tenido la experiencia de atender 
a gente con dolor, que pasa meses pidiendo una consulta y que por temas burocráticos a veces propios 
del Ministerio del Interior, de mala coordinación entre el área penitenciaria y las jefaturas 
departamentales, hacen que el preso deba sufrir ese dolor durante ese período, sin ser trasladado en la 
forma adecuada. Creemos que esa coordinación debe ser mucho más aceitada y que existen las 
posibilidades concretas por lo menos en el interior de dar una atención prácticamente a requerimiento. 


También se está instrumentando una atención hospitalaria prestada por estudiantes universitarios que 
en carácter de pasantía están atendiendo y también podrían dar solución a este tipo de situaciones. 
También debo decir que las Cooperativas Federadas del Interior, estarían dispuestas y así lo hemos 
conversado con sus autoridades a dar cierto tipo de asistencia de carácter preventivo en cuanto a 
higiene de la salud bucal. En definitiva, a veces los recursos existen y no debe pensarse en grandes 
inversiones desde el punto de vista presupuestal sino más bien en que exista coordinación entre las 
áreas específicas y los patronatos locales, como forma de prestar asistencia y de hacer que el preso, una 
vez que se integre a la vida civil, no sea estigmatizado y así devolver al preso en una condición digna 
para integrarse a la sociedad. 


Hay presos que concurren esposados a la consulta; hace algunos años me tocó presenciar esa situación. A 
veces depende de los profesionales que permiten una asistencia en esas condiciones. Creo que la dignidad de 
la relación profesional- presidiario debe primar; por encima de los temores que a veces trae aparejada la 
presencia de funcionarios no preparados, jóvenes o presionados, tiene que estar la dignidad de la relación 
médico-paciente. 


SEÑOR ESPINOSA.- Para mí es fundamental comenzar mi exposición agradeciendo la presencia del 
señor Ministro, que sabemos que estaría dejando de lado importantes compromisos para compartir 
esta charla con la Comisión. También es importante reflexionar conjuntamente con él y con su equipo, 
en el sentido de que las tres propuestas que expone sin duda nos parecen muy atendibles. Aquí estamos 
hablando de propuestas que tienen que ver con la rehabilitación, con la crisis humanitaria, con la 
centralización. Una centralización que el señor Ministro destaca bien cuando tenemos veinte cárceles 
departamentales Tacuarembó tiene la de la capital y la de Paso de los Toros más las cárceles del sur 
que ya se han mencionado. En ese camino, señor Ministro, va a encontrar nuestro total compromiso a 
ayudar porque entendemos que una centralización va a contribuir a un mejor manejo de los recursos, 
a evitar que se produzcan escapes, a evitar que haya situaciones que no se puedan controlar sino a 
través de un centralismo necesario. Me congratulo enormemente de la franqueza con la que se ha 
hablado aquí. 


Cuando esta Comisión recibe a una delegación como la que nos tocó recibir, de madres de reclusos con VIH 
y con enfermedades terminales como el cáncer y se habla en esta forma tan honesta, por supuesto que nos 
congratula. Con el ánimo de seguir abundando en aportes, el señor Diputado Chifflet hacía referencia a 
situaciones que se han dado en lugares específicos como, por ejemplo, la chacra policial de Canelones. 
Cuando nosotros tenemos la paciencia, señor Ministro, de seguir esperando el famoso borrador, también 
queremos manifestarle que siguen las inquietudes en algunos centros penitenciarios. Usted sabrá, como 
nosotros, que en algunos momentos hasta se han oído por ahí algunos rumores de alguna acción específica 
vamos a no llamarle motín ni huelga de hambre y sabe que esa inquietud está latente. Por tanto, también soy 
conteste de su inteligencia y sabiduría para hacer las consultas a todos los agentes involucrados, lo que 
también nos congratula. También quiero destacar, señor Ministro, que hay un aspecto en el cual va a contar 
con nuestro total apoyo, como el de la rehabilitación. Cuando uno escapa a utilizar el término de la subcultura 
de los reclusos es esa persona que, lamentablemente, por cuestiones que hoy no consideraremos llegó al 
delito y hoy está pagando condena, comparto con el Diputado Chifflet que la rehabilitación es el éxito, 
porque la inversión presupuestal que pueda hacer un Gobierno, cualquiera sea el de turno, no va a ser 
suficiente para atacar este aspecto. Será necesario recurrir a la inventiva y, en ese sentido, advierto que la 
doctora y el amigo, al igual que el señor Diputado, están introduciendo algunos parámetros muy claros y muy 
económicos; se tendrá que seguir explorando en eso. Creo que estoy redundando en lo que se ha dicho. Digo 
al señor Ministro que siga por ese camino, porque por ahí tendrá un complemento, por encima del 
presupuestal, de mucha acción. Sin ir más lejos, el señor Ministro conoce bien que en los próximos días se 
van a habilitar los módulos nuevos en la cárcel departamental de Canelones. De manera que quedarán libres 
las bloqueras. ¿Por qué no seguir incentivando esa experiencia piloto de reparación de calzado? ¿Por qué no 
seguir complementando con la chacra policial? ¿Por qué no seguir fomentando las pequeñas cooperativas? 
¿Por qué no seguir fomentando los pequeños grupos de apoyo vecinales que, hoy por hoy, tímidamente, 
comienzan a introducirse en este régimen humanitario carcelario con el cual todo tenemos que 
comprometernos para colaborar? 


En definitiva, señor Ministro, creo que se está en el buen camino. En el error o en el acierto, en lo poco o en 
lo mucho, en el debate, compartamos o no las posiciones, vamos a esperar el borrador definitivo de lo que 


usted considera el abecé de la cuestión -desde mi humilde punto de vista-, que es la armonización con esa 
inflación penitenciaria que se registra en las cárceles, y veremos cuáles serán los mejores caminos. 


Me parecen atendibles las expresiones del señor Ministro y de su Cartera publicadas en la prensa, en cuanto a 
atender la posibilidad de una pena domiciliaria para algunos afectados de enfermedades terminales, inclusive, 
de VIH. También nos parece muy prudente la actitud del señor Ministro -y se lo agradezco-, su sensibilidad, 
para con algunas de las consideraciones expuestas por la delegación que nos visitó, en cuanto al tratamiento 
de mujeres embarazadas y todas esas cuestiones en las que el señor Ministro ha participado directamente, 
haciendo las correcciones pertinentes. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Voy a ser muy breve, porque asistí a la reunión que realizó esta Comisión cuando 
se integró conjuntamente con la de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, en la 
que tuvimos el gusto de recibir al señor Ministro durante ocho horas y en la que dio una explicación 
muy importante de los proyectos globales, pero muy aterrizados en temas que están vinculados con los 
que hoy estamos tratando. De manera que volver a lo que ya conocemos sería un gasto innecesario de 
tiempo, habida cuenta de que hay una firme voluntad del señor Ministro, obviamente reafirmada en su 
intervención que, en lo personal, me congratula, porque hay una coherencia en los planteos. Ello 
habilita a que nosotros veamos, con el correr del tiempo, que se van aplicando los criterios que 
oportunamente el señor Ministro nos hizo saber. En ese sentido, hoy el Ministro reafirmaba el verbo 
"humanizar", que me parece fundamental, cada vez que abordamos temas que tienen que ver con el 
sistema penitenciario, con el sistema carcelario, porque afligen directamente a los seres humanos y a 
sus derechos humanos. 


De modo que me voy a ahorrar los comentarios que pueda tener con respecto a los planteos globales, porque 
no me parece que sea la ocasión para hacerlos. Pero sí quiero manifestar alguna inquietud con respecto, sobre 
todo, a los planteos realizados por el doctor Llosa sobre la tuberculosis. Parecería que en otra época la 
tuberculosis había sido reducida, por lo menos, a su mínima expresión, por no decir que había desaparecido 
en nuestro país. Entiendo que debido a la situación de crisis y demás, lamentablemente, este flagelo apareció 
de nuevo entre la población más vulnerable. Obviamente, la población carcelaria es vulnerable. Tengo 
entendido que la tuberculosis es una de esas enfermedades que se pueden prevenir a través de estudios muy 
sencillos. No sé si estoy en lo cierto o si los avances tecnológicos ahora determinan que esto sea de otra 
manera. La famosa cutirreacción -no sé cómo se llama ahora o cuál es el término científico para nombrarla- o 
los controles de la BCG eran procedimientos de rutina, inclusive, a nivel del cronograma de vacunaciones de 
la población. De pronto, como pasó en el caso de la viruela, estos controles dejaron de ser obligatorios, 
precisamente, por haber sido erradicados. Pero en función de esta nueva realidad -que no es solo de la 
población carcelaria porque también hay un ida y vuelta, ya que hay vínculos con los familiares, porque el 
personal está expuesto a esta enfermedad y, además, tengo entendido que la tuberculosis no es solo una 
enfermedad de las vías respiratorias, sino que puede alojarse en cualquier parte del cuerpo-, me parece que 
coordinar -escuché que se estaba coordinando con la Liga Uruguaya de la Lucha Antituberculosa- e insistir 
en volver a la etapa preventiva que oportunamente en este país se realizó, podría facilitar la tarea -por lo 
menos es lo que yo visualizo- para tener un mapeo general del estado de situación de una enfermedad que, 
además, tiene la característica de seguir aumentando. No sé si esto implica un presupuesto elevado; no lo 
tengo claro, y por eso tal vez lo estoy planteando con demasiado énfasis. 


Creo que tenemos que volver a hacer conciencia en nuestra sociedad de que tenemos una enfermedad que 
había sido descartada y de que deberemos volver a luchar contra ella. Tengo claro que se presenta con otras 
características y que ahora es más fácil combatirla que en otras épocas. Todos somos contestes en que la 
primera etapa en cuanto a salud es la más importante y que debemos atenderla para evitar caer en la segunda. 
Es decir, la prevención es la etapa primera y lógica, a pesar de que muchas veces tenemos que llegar al 
segundo estadio. Insisto en que me parece importante, porque tal vez más adelante -Dios quiera que no- 
alguna otra enfermedad que parecía controlada podría volver a aparecer debido a esta forma de vida que 
tienen los reclusos en este país y que veo que el Ministerio está tratando rápidamente y con criterios muy 
humanos de revertir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a decir algo a modo de reflexión, porque de pronto por haberlo vivido 
en carne propia, me gustaría trasladar un tema a esta reunión de trabajo. 


En todos los asuntos que tienen que ver con política carcelaria y establecimientos se manejan muchas aristas, 
porque hay mucha sensibilidad; están en juego los derechos humanos de los reclusos, los de los funcionarios, 
los de la población que se protege. Muchas veces, en la forma de trasladar las líneas de acción uno puede ser 
malinterpretado o no tener todos los socios que se requiere para algo que es realmente un tremendo desafío a 
llevar adelante, porque este es uno de los desafíos que tenemos que asumir como sociedad uruguaya. 
Comparto con mis compañeros que en este tema no se puede tapar el sol con un dedo. Lo primero es asumir 
una realidad que realmente hay que abordar, que es muy sensible. Por eso, señor Ministro, yo no hablo de 
proyectos de ley hasta que no los tengo. Porque si hay temas en el que por lo menos desde nuestra 
perspectiva hay que tratar de hacer aportes, de colaborar, de saber la forma de trasladar las herramientas, es 
precisamente en aquellos como este, que son muy delicados y con los que hay que ser muy cuidadosos. 


Por lo menos desde esta Comisión -creo interpretar el espíritu de todos las señoras legisladoras y todos los 
señores legisladores- hay voluntad de aportar para que todas las herramientas que formen parte de una 
política necesaria en materia carcelaria que empieza a funcionar, tenga los consensos necesarios, porque nos 
parece que estas realidades y estas políticas no se llevan a cabo de un día para el otro. Nos parece que los 
reclamos no pueden ser inmediatos cuando no se hicieron otrora. Por eso digo que en ese tránsito de diálogo 
que inicia el señor Ministro, por lo menos quienes integramos esta Comisión, debemos tratar de dar nuestra 
opinión para el efectivo conocimiento de los temas. Deseaba hácerselo notar porque el señor Ministro no 
estuvo con todos los miembros de la Comisión y me parece que es importante trasladárselo. El señor Ministro 
conoce el sistema político y sabe que importan las consideraciones políticas en cada uno de los temas. Quiero 
que sepa que en esta Comisión hay sumo interés de todos los partidos que tenemos representación 
parlamentaria salvo el Partido Independiente, que no la integra, de trabajar en coordinación, aun en la 
discrepancia, porque también hay formas de trasladarla. Nos parece que el tema es muy sensible, y que por 
sobre todas las cosas se necesita coordinación e intercambio, aun en la discrepancia, porque no en todos los 
temas podemos llegar a estar de acuerdo. 


Quiero decir que nunca estuve de acuerdo con que el establecimiento de La Tablada que había sido 
conformado de acuerdo con las normas de Riad y de Beijing para que fuera un establecimiento para 
adolescentes en conflicto, terminara siendo uno de adultos y, en definitiva, también con problemas para ello, 
porque hay un problema de superpoblación pero no se pudo atender ninguno de los temas. 


Me importa destacar algo que señalaba el señor Diputado Chifflet, porque también soy de las que considera 
muy importante la presencia de la sociedad civil en la interna de los establecimientos pero, a veces con la 
mejor voluntad puede no contribuirse en todo el rigor a lo que es la interna de la vida carcelaria. Nos parece 
que eso también requiere un orden por parte de la Dirección, descartando la buena voluntad de quienes 
participan. Entre otras cosas, a veces comienzan con mucho énfasis, lo que genera cierta expectativa entre la 
población carcelaria, pero luego se retiran porque no soportan el trabajo o no pueden hacerlo y eso también 
genera disturbios en la interna. Entonces, me parece muy bien ordenar la participación de las ONG. Reitero 
que en estos temas es mejor, cuanto más sean los socios que contribuyan al tránsito y a la cooperación para 
llevar adelante los lineamientos políticos. Por supuesto, lleva mucho tiempo ordenar las autoridades que 
elegirán los reclusos, pero no es cosa menor y, en realidad, redunda en beneficio de una política carcelaria. 


Tenemos a estudio un proyecto presentado por el ex Diputado Díaz Maynard, que consideramos una 
herramienta de muchísima utilidad y que en principio contaría con el acuerdo de todos los miembros de esta 
Comisión. Me parece que no es cosa menor contar con el apoyo de una Comisión parlamentaria de estas 
características. Me interesa trasladar esa posibilidad porque no sé si en todas las Comisiones parlamentarias 
habría el mismo apoyo. 


Quiero señalar otro tema que me preocupa desde hace muchos años, pero que sé que no podrán de abordar de 
inmediato porque tienen mucho trabajo. No tengo porcentajes, pero gran parte de la población de los 
establecimientos de adultos estuvieron en establecimientos de adolescentes. Por supuesto, quiero descartar la 
buena voluntad de quienes trabajan con ellos, porque se ven desbordados por una realidad que presenta 
ribetes múltiples, ya que se trabajaba perfiles psiquiátricos, luego con la droga, y todos los días aparece algo 
nuevo, por lo que es muy difícil que las metodologías vayan al ritmo de cómo las cosas se vienen 
presentando. Pero, en algún momento, vamos a tener que abordar este tema en forma integral porque, 
estamos fracasando en la rehabilitación. Personalmente no me gusta hablar de rehabilitación, porque cuando 
un adolescente vuelve a un entorno donde en realidad el delito es la norma, es muy difícil que no caiga, por 
mejor voluntad que se tenga. A veces, uno siente que estos adolescentes hacen el posgrado en el COMCAR; 


arrancan desde muy temprano, van sucesivamente a los establecimientos de adolescentes -donde se trabaja 
muchísimo-, donde hay organizaciones no gubernamentales que trabajan, que les dan insumos, inclusive para 
la educación, pero afuera todo lo que trabajaron funcionarios, técnicos y lo que el Estado aportó, termina de 
alguna manera borrándose, porque luego pasa al COMCAR. Creo que deberíamos hacer un trabajo 
coordinado, por lo menos de intercambio entre los técnicos, y con el Poder Judicial, que me parece que no es 
menor en todo este tema; esto nos ayudaría a solucionar este problema, porque hay algunas experiencias 
exitosas en materia de adolescentes en conflicto con la ley. Es cierto que algunas de ellas son muy costosas, 
pero tienen que ver con el abordaje de los chicos en el afuera. Obviamente, están mucho más contenidos y 
ellos no tienen altos porcentajes de reincidencia. Sé todo el trabajo que tienen por delante, pero creo que esto 
contribuiría a ir disminuyendo esa población que tienen en el mundo adulto. Digo esto porque sería bueno no 
perder ciertas experiencias pues, entre otras cosas, la población carcelaria cada vez está ingresando a los 
establecimientos de adultos siendo más joven, por lo que me parece que ese es un nudo a resolver. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR. Voy a tratar de responder todo lo que he podido registrar de 
los muy atinados planteamientos que todos nos han hecho, como parte de este equipo ministerial 
afectado, en este caso, al tema de la salud en el ámbito penitenciario. 


Al principio dije que venimos a escuchar y a aprender, más allá de que la dinámica del problema y las 
propuestas, como ustedes ven, son algo así como desbordantes, pero muchas de las cosas que se han 
planteado las registramos, porque tienen alguna solución práctica más bien inmediata. 


En cuanto a los planteamientos del señor Diputado Chifflet, sobre ratas, cucarachas y demás en el COMCAR, 
y seguramente en otros establecimientos, tomamos debida nota y en el corto plazo lo vamos a solucionar 
aunque tengamos que utilizar recursos extraordinarios. Esto está muy relacionado con el hacinamiento y con 
el deterioro de esos locales, entre otras cosas por no haber tenido una estrategia integradora, como plantea el 
señor Diputado Chifflet, de comisiones de reclusos debidamente elegidos, que participarán de las distintas 
facetas de la atención penitenciaria, que es a favor de ellos mismos, para tener las cosas bien, no destruirlas, y 
colaborar trabajando. En esa ley se va a estimular el trabajo y el estudio como mecanismo de redención de la 
pena para que vayan mejorando las cosas. 


Pero si hay ratas y cucarachas, habrá que emplear la metodología correspondiente y hacer la inversión 
necesaria para que eso se pueda resolver. Va de suyo que somos partidarios de promover las comisiones de 
reclusos, aplicando las experiencias de otros lugares y, de hecho, ya empezaron a funcionar. Algo que quizá 
ustedes no tengan claro -porque siempre les llegan rumores de conatos y demás- es que ya se ha hecho un 
trabajo -todavía no tenemos las comisiones de reclusos adecuadas- con gente representativa de los distintos 
módulos, y se les ha ido explicando las cosas, sobre todo cuando ha habido una presión de afuera, mediática, 
sobre ellos. Habrán visto que hemos logrado tener una relación, ellos de confianza, y nosotros de confianza 
hacia la comprensión de ellos. Cuando conteste a la señora Presidenta la pregunta referida a la ley, volveré a 
este punto. 


Con respecto a las visitas, las demoras y las revisiones, en el día de ayer mantuvimos una reunión con los 
defensores de oficio -precisamente por un tema de ellos-, con el Director Nacional de Cárceles y con el 
equipo penitenciario, y abordamos el tema de la revisión, de las complicaciones y, a veces, de las 
humillaciones que ello genera, como le pasó a la doctora Batalla, quien ayer no estuvo presente, pero tuvo 
suficientes colegas que la representaron bien. Nos pareció un desatino lo que ocurrió en el Penal de Libertad, 
pero ello nos permitió conocer las condiciones de trabajo de los abogados -más allá de que algo sabíamos; 
algunas veces, cuando éramos parlamentarios, visitamos esos establecimientos-, sobre todo, de los defensores 
de oficio -no las imaginaba-, que casi todas son mujeres. En algunos lugares no hay locutorio siquiera y, 
donde hay, es impresentable. Tienen que estar casi todo el día atendiendo a sesenta, a setenta y, a veces, a más 
de cien presos en condiciones no solo desastrosas, desde el punto de vista del trabajo, sino también de riesgo. 


Uno de los tantos aspectos que ustedes seguramente conocen es la carencia de personal penitenciario; más 
allá de la gente a la que de modo permanente vamos orientando a la Dirección Nacional de Cárceles, la 
carencia es de tal índole que en el COMCAR hay un funcionario cada ciento treinta reclusos, cuando las 
normas y las prácticas internacionales determinan uno cada veinticinco. ¿Cómo resolvemos ese tema? No 
tenemos un Ministerio al que le falte gente, sino que está muy mal distribuida desde hace muchos años; 
entran por un lado y se van por otro. Esa es una de las primeras líneas estratégicas que ya tiene, desde el 
primer día, comienzo de ejecución, y consiste en que cada uno vaya a sus lugares. No obstante, cuando hay 


centenares y algunos miles de funcionarios en destinos diferentes a los que les corresponde, como muchas 
veces he dicho, es muy fácil decir que lo vamos a cambiar, pero no es tan sencillo hacerlo. En el Ministerio 
del Interior había 1.200 funcionarios que eran de todos lados. Ahora, hay 800 funcionarios; en los dos 
primeros meses reubicamos a 400 personas, y tenemos muchos más para reubicar, lo que sucede no solo allí, 
sino en todos lados. Es una distorsión, un caos inimaginable desde el punto de vista de los recursos humanos. 
Yo, que creía que sabía bastante, al poco tiempo de ingresar al Ministerio me enteré de cuántas cosas no 
sabía, y creo que me voy a ir sin conocer todo, porque ese es un monstruo de 28.000 funcionarios dispersos 
en todo el país. 


Con respecto a las visitas, en el día de ayer acordamos algunos cambios para los defensores de oficio y los 
abogados, que iremos cumpliendo metódicamente, pero también para los familiares. Tenemos que pensar 
creativamente otras fórmulas que no hagan pasar a mucha gente el vía crucis de las revisiones. La solución 
que plantea el señor Diputado Chifflet tiene el problema del recinto, de las posibilidades de hacer lo que él 
dice en los recintos que hay; sería ideal hacerlo así, porque entran drogas, cortes e, inclusive, revólveres. Eso 
es así. Entonces, se pone detector de metales, se hacen las revisiones y, quizás, hacen desnudar a la gente, 
porque a través de la negligencia en la revisión, se cuela todo. Vamos a entendernos: no entra solo por la 
visita, sino que también entra por la corrupción de funcionarios. Ahí tenemos un tema que, en la medida en 
que no arreglemos la capacidad locativa de los establecimientos y en que no haya condiciones para 
resolverlo, esas mejores fórmulas todavía no se van a poder aplicar. 


Ayer, en esa reunión que mantuvimos con los defensores de oficio, empezaron a apretar un poco al Inspector 
Navas con respecto al Penal de Libertad. No obstante, se llegó pacíficamente a la conclusión de que se 
habilitaron esos módulos de metal en el Penal de Libertad, pero no se resolvió ninguno de los otros temas - 
recién ahora tenemos cocina nueva, se terminó ahora-, ni se previó un locutorio para abogados; nada, no hay 
nada. 


A veces, uno imagina cosas, pero luego no tiene la infraestructura necesaria para llevarlas adelante; la 
tendremos, pero obviamente eso es lento, más allá de que vamos a aplicar fórmulas rápidas para resolver el 
tema del hospital penitenciario, que era otra preocupación importantísima de todos. Ayer hicimos un avance 
con la señora Ministra de Salud Pública en lo que hace a resolver el tema, reciclando una parte no usada del 
Hospital Musto. Hemos trabajado en otras soluciones hospitalarias, pero unas resultaban muy caras, y otras 
imposibles de resolver, como el Hospital Saint Bois. Por lo tanto, nos estamos inclinando por esa solución. 
Tenemos que trabajar en ese proyecto y vamos a pedir ayuda a la Facultad de Arquitectura; quizá se pueda 
realizar la reforma sin necesidad de hacer una licitación por el monto que llevaría esa obra, en forma rápida, 
con las principales empresas de construcción de plaza, lo que puede resultar un buen negocio para el sistema 
penitenciario. Con ello, respondo algunos de los problemas que se planteaban en materia de hospital 
penitenciario. 


El señor Diputado Edgardo Rodríguez, de Tacuarembó, planteó las dificultades del tratamiento hospitalario y 
odontológico de todo el país. En ese mapeo que en poco más de quince días el Departamento de Arquitectura 
hizo de la situación de las cárceles de todo el país -hice una lectura atenta de ese informe-, se advierte que los 
servicios que se prestan en algunas cárceles son bastante buenos, seguramente con una buena coordinación y 
transversalidad -que reclamaba con razón el señor Diputado Menéndez- entre Salud Pública y la respectiva 
Jefatura de Policía. 


Quiero decir que en muchos lugares tenemos excelentes Jefes de Policía, muy sensibilizados con este tema. 
Digo más: como me han hecho fama de que solo me preocupo por los presos y no por la seguridad 
ciudadana, en el jerarca se ha creado una cuota de mayor responsabilidad en cuanto a hincar el diente a los 
temas penitenciarios en el interior. Me consta que así se ha hecho en muchos lugares; por decir uno, la Jefa de 
Policía de Maldonado, no solo ya ha hecho importantes mejoras, sino que nos ha presentado un proyecto de 
no muy difícil financiación. En ese sentido, voy a tratar de que se financie con cooperación externa, pero no 
del exterior, sino de empresas y organizaciones nacionales -no se necesitan grandes cantidades, lo que nos 
permitirá empezar un tratamiento serio mediante la educación y el trabajo en la Cárcel de Maldonado. De la 
misma forma, se están desarrollando varios proyectos en el interior del país. 


Con respecto al tema de la salud bucal, ahí sí tenemos carencias que son generales, pero que en los grandes 
establecimientos penitenciarios tenemos el deber de resolver. Si hablamos de las cárceles de la zona 


metropolitana, estamos hablando de más de la mitad de la población; ahí es donde el problema es más grave 
y más grande que en las cárceles del interior o en la Cárcel de Mujeres. Tenemos que conseguir recursos. 


Estuvimos hablando con Médicos del Mundo, con el doctor Piume, y se nos comunicó que ellos ya habían 
hecho aportes para las policlínicas de la Intendencia Municipal, que tienen mucho más recursos que el pobre 
Ministerio del Interior. Quiere decir que en ese sentido hubo un adelanto en cuanto al compromiso de 
ayudarnos en la infraestructura, no solo odontológica sino médica, en los establecimientos carcelarios. 
Inclusive, les hablamos de las posibilidades de equipamiento del hospital penitenciario, lo que sería un gran 
aporte. 


Yo dije que en algunos lugares hay Jefes de Policía que están trabajando mucho. Empiezo por el de 
Canelones. Allí, con el tema de las chacras y demás, no solo se cambió al Jefe de Policía, designando uno de 
carrera, sino que se cambió todo el Comando. La orden fue terminante. En esa Jefatura teníamos graves 
problemas de conducción y muchos problemas de corruptelas; ahí y en otros lados, en establecimiento 
penitenciario y fuera, y en la propia actividad policial. También estamos desbordados de denuncias. Digamos 
que estamos canalizando todo y ustedes lo han visto. 


No me gustaría que se me viera como un Ministro que está reprimiendo a policías corruptos o que 
transgreden su propia legitimidad, todo lo contrario, pero vamos a ser inflexibles. Así como apuntamos al 
diálogo, somos transigentes y escuchamos todas las voces, en materia de irregularidades y de corruptelas -lo 
he dicho en todos los actos a todos los policías- seremos intransigentes. En todo lo que sean denuncias, estoy 
seguro de que el Inspector Guarteche ha tomado debida nota de la situación que él recogió cuando asumió la 
Jefatura. Él estaba trabajando en una chacra similar como Subjefe en Florida, o sea que venía con cierta 
experiencia, aunque también en ese caso hay problemas de administración de todo eso -a veces técnicos, a 
veces jurídicos- que tenemos que superar a partir de la legislación vigente. De esta manera, se permite que 
emprendimientos tan interesantes en el interior de las cárceles sean suficientemente bien asimilados por el 
personal, tanto por los reclusos como por quien los cuida. Ayer mismo vimos lo que ocurría con esa huerta 
hidropónica que se presentó digamos en sociedad, pero en plena producción. Experiencias de ese tipo en 
lugares, sobre todo del interior, pero también en cárceles como Libertad y el COMCAR -que tienen amplios 
espacios para una actividad productiva- no solo representan trabajo y reeducación para la gente, sino una 
mejor alimentación; sabemos que sobre todo en el Erario los recursos son finitos, que el país tiene muchas 
responsabilidades que cumplir y mucha deuda que pagar, como para pensar que solo desde una política 
estatista se van a resolver los problemas del país. 


El proyecto de ley que anunciamos -lo expliqué en la Comisión integrada, pero seguramente algunos 
integrantes de la Comisión de Derechos Humanos no lo conocen- lo empezamos a trabajar en la transición, 
en el Hotel Presidente, donde consultamos a compañeros defensores de oficio, a gente de la Dirección 
Penitenciaria, del INACRL, etcétera, y fuimos armando un primer borrador. Cuando asumimos, hubo dos 
momentos. El primero, cuando dijimos que siempre se quejan -sobre todo la Suprema Corte de Justicia- de 
que se trabaja en el proyecto que incide en el Poder Judicial y otros operadores, en este caso penitenciarios, 
de que se manda el proyecto de ley y de que los Diputados y Senadores nos llaman y nos consultan, pero 
finalmente, es un proyecto en el cual ellos no participan. Yo he sido parlamentario y conozco los distintos 
mecanismos, pero cuando nosotros hicimos un borrador y resolvimos consultar a todas esas instancias, le 
perdimos el control. No tengo por qué acusar a nadie, pero fue público y notorio que en el momento de la 
consulta se difundió. También tuvimos un problema antes y después de asumir respecto a la relación 
amenazas-grupos que actúan, vinculados a los reclusos, sobre todo en la zona metropolitana. Yo conocía esto, 
por haber sido actor -casi un bombero- de otras situaciones, por ejemplo, la que heredó casi al asumir, el ex 
Ministro Juan Andrés Ramírez, a quien lo esperaron en Libertad con una huelga impresionante. En aquel 
momento yo era Presidente de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
y a partir de allí promovimos la formación de una Comisión que fuera allí a intermediar. Y yo, como 
miembro de esa Comisión, integré esa delegación, que estaba compuesta también por el Obispo de mis 
pagos, Luis del Castillo, por el doctor Guillot -que en aquel momento estaba en el Tribunal de Apelaciones-, 
y por otras personas muy representativas. Y allá fuimos a trabajar para levantar esa huelga. Yo mismo, más 
baquiano porque había estado más de una vez preso y en carcelajes, quise ir celda por celda a hablar con 
ellos; inclusive me senté en el camastro que tenían y logramos una solución. O sea que en esa oportunidad y 
ahora, el diálogo es el recurso que tenemos. 


Se dice que la gente está inquieta, expectante, ¿cómo no va a estar así en la situación en que está? Cualquiera 
de nosotros que estuviera metido en el COMCAR estaría expectante. Pero a veces es hasta admirable. Yo me 
he carteado con ellos, porque me mandan cartas que he contestado, aunque dejo flancos en las respuestas. 
Pero prefiero flancos como el que dejamos por consultar una ley, que esperar de brazos cruzados a que la 
cosa estalle. 


Precisamente, el primer anuncio que realizamos de esta ley mal llamada de descongestionamiento -aunque es 
una ley que también descongestiona, más allá de que hay una estrategia y una técnica jurídica para hacerlo-, 
tuvo lugar cuando ya había una huelga de hambre, antes de Semana Santa. Allí estalló, primero en Libertad, 
después en La Tablada, y había empezado en el COMCAR. Después de acordar con el Presidente de la 
República una estrategia para ello, en la conferencia de prensa hice un llamado diciéndoles: "Estamos en 
esto" "Los llamamos a que nos esperen, a que nos comprendan" "Nosotros, de un día para el otro, no 
podemos resolver este tema, pero estamos haciendo esto respecto al hacinamiento, lo otro respecto al tema de 
salud y lo otro con relación al hospital penitenciario", es decir, anuncié una serie de medidas y, entre ellas, la 
de descongestionamiento. Naturalmente, después se vino lo que se vino. Yo no me quejo. Primero soy 
luchador social, pero también soy hombre político. Sé recibir y sé contestar, o sea que tampoco estoy 
haciendo una manifestación de queja ni mucho menos. Vine a la Comisión integrada, di todas las 
explicaciones y después la cosa cambió. Decían: "Bueno, ya no va a liberar a miles de presos, al final no va a 
salir casi ninguno", lo que me obligó, otra vez, a incentivar el trabajo de relacionamiento con los reclusos 
diciéndoles: "No hagan caso, yo no voy a aflojar. Si hemos anunciado como Gobierno una ley, la vamos a 
llevar adelante", pero hay que hacer consultas; no podemos sacar a "prepo" un cambio en el sistema 
penitenciario sin pedir las opiniones de la Suprema Corte de Justicia. Y creo que ellos han tenido un altísimo 
grado de comprensión. No sé lo que va a pasar, porque nadie tiene la varita mágica, pero esto es un poco en 
respuesta a formas que uno ha tenido que usar, quizás cometiendo errores -ni qué hablar-, pero buscando el 
objetivo de ir mejorando con los reclusos y no contra ellos. Lo mismo le digo a la Policía, que la vamos a 
cambiar, pero con los policías. 


Con respecto a La Tablada, preocupación planteada por la señora Presidenta, debo decir que la encontramos 
así; posiblemente tenga toda la razón del mundo, pero como ahora tenemos el problema del hacinamiento, La 
Tablada, más allá de las pobrezas del sistema, es casi el mejor establecimiento que tenemos. 


Con relación a las ONG debemos tener, primero, una estrategia de ordenamiento del trabajo de la ONG, 
porque en algunos lugares existe una especie de empelotamiento, para decirlo pronto y mal; esto tenemos que 
ordenarlo y sistematizarlo, tal vez pensando en lo que vimos ayer en este emprendimiento tan hermoso de 
nuestras mujeres reclusas. En este caso, existe una empresa, discreta, que ni siquiera pidió ser esponsor de 
nada que, si mal no recuerdo, es metalúrgica. Esta empresa fue una de las que financió el proyecto para cosas 
concretas. Una ONG no tiene que abarcar todo; si su origen es religioso, tendría que ver para qué está más 
capacitada, si para cuidar, para acercarse o para educar. Es decir, la ONG debe trabajar concretamente y no 
abarcar múltiples actividades, por cuanto algunas agarran hasta cierto impulso sustitutivo de la propia 
dirección penitenciaria. Eso no puede ser: una cosa es la cooperación ordenada y otra es el desborde a las 
instituciones. 


Con respecto al proyecto del doctor Díaz Maynard, debo decir que cuanto más se avance, mejor será. Es una 
iniciativa presentada en la Legislatura anterior y en esta sigue como proyecto presentado. Simplemente debo 
advertir que tendría que bajarse la edad mínima para integrar el Consejo Director de la Cárcel; yo lo 
embromo a Daniel Díaz Maynard porque si se puede ser Diputado a los 23 años y Senador a los 30, cómo se 
puede exigir 35 años para ser Director o Codirector del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


La segunda puntualización con respecto a este proyecto tiene que ver con los plazos. ¡Ojo que a veces a nivel 
parlamentario se cometen estos errores! Una cosa es tener el instituto aprobado, que es un gran avance 
institucional, y otra es el momento. ¿Es el parlamentario -permítanme que lo señale como un viejo 
compañero- quien deberá establecerlo? En todo caso, el legislador debería establecer condiciones para la 
habilitación, pero tendría que ser este Consejo Director que en algún momento habrá que designar el que fije 
la forma y la praxis, ya que tendremos que ir cambiando en "degradé", en un proceso gradual, porque no se 
puede, por vía legal, crear el instituto y que funcione mágicamente. 


La señora Diputada ha planteado dos temas, con los que coincido totalmente. Hay un fracaso espectacular del 
sistema penitenciario. Si hoy existe una reincidencia cercana al 50% -esa es la prueba de que hay que 


cambiar este sistema-, este modelo no da para más y en eso coincidimos ampliamente a nivel político 


Para encargarnos del tema de los menores, de la niñez y de la adolescencia, vinculado al anterior, ya hemos 
creado un mecanismo transversal, interinstitucional, como dijo el señor Diputado Menéndez, que ya empezó 
a funcionar. El Subsecretario, especializado en esta temática, está trabajando en este frente, que es 
sumamente importante, porque en la medida en que tengamos éxito tendremos menos presión penitenciaria. 
Inclusive, cuando uno habla de primarios como un criterio, no es verdad que el primario, hasta el absoluto, 
sea el transgresor de la ley menos peligroso por ser primario. Quizás hasta sea más factible de liberar y 
reorientar a una persona que ha cometido un par de delitos y que tiene cuarenta o cincuenta años, que a estos 
menores que vienen con una foja impresionante de delitos de todo tipo. O sea que a la hora de manejar 
criterios hay que ser cuidadosos y no quedarnos con esquemas que funcionaban en otras épocas. Por esa 
razón, los viejos códigos penales daban al primario absoluto y al relativo facilidad para lograr una 
excarcelación provisional. Sin embargo, la situación, lamentablemente, ha cambiado. Acá tenemos que 
trabajar todo, porque no se trata de un tema ni siquiera de prevención delictiva, sino de prevención social, 
que no la hace el Ministerio del Interior por más que tengamos una Dirección Nacional de Prevención Social 
del Delito, que es un disparate, porque no puede ser que esta Cartera coordine las políticas. Ahora existe un 
Ministerio de Desarrollo Social, que tiene competencia en la materia y con ello se acabó la discusión. Así y 
todo, tenemos que cooperar y auxiliar, pero no debe ser función fundamental del Ministerio del Interior 
resolver este tipo de problemas. Podrá ser auxiliar, como es de la Justicia, pero no como promotor social. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Una de las preocupaciones del Ministerio es reestructurar y fortalecer el 
Instituto Nacional de Criminología, para contar con efectivos programas de tratamiento y de 
rehabilitación para, como un paso posterior, aprender de la experiencia de los técnicos que vienen 
trabajando en la órbita del INAU. 


En cuanto a las medidas alternativas y a todo lo que hay para aprender de las organizaciones y de la práctica 
relacionada con los adolescentes en conflicto con la ley, queremos trabajar en un segundo proyecto y para 
ello estamos solicitando opiniones consultivas a los operadores del sistema judicial a fin de saber en qué 
sentido deberíamos fortalecer, modificar o sustituir la ley de medidas y penas alternativas para adultos, que 
tiene un año y muy poco de aprobada, para contar con el mecanismo natural y principal de 
descongestionamiento carcelario que es, precisamente, aplicar medidas alternativas a la prisión. Esta ley no 
ha sido suficientemente buena como para poder implementarla y que impacte y opere como una alternativa al 
encierro. 


Por otra parte, tenemos a disposición un listado de las organizaciones que hoy entran a todos los 
establecimientos penitenciarios. De todas formas, nos preocupa el gran número de organizaciones que entran 
y salen, la falta de control de lo que efectivamente hacen y por ello, en el marco de un censo carcelario 
nacional que venimos organizando con el Departamento de Estadística del Ministerio del Interior, una de las 
cosas que se censarán son, precisamente, las organizaciones no gubernamentales que hacen trabajo 
intracarcelario. También se busca delimitar claramente los requisitos para que las organizaciones puedan 
entrar y determinar qué tipo de trabajo podrán realizar en los establecimientos. 


Por último, quería solicitar al señor Diputado Chifflet que nos acerque 1 informe que elaboró el actual señor 
Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca sobre los suelos del COMCAR, porque la semana que viene 
se hará una visita para estudiar si se puede trasladar la experiencia de hidroponia que se está realizando en 
Cabildo. Hoy hablamos con el ingeniero Caldeiro para ver si se pueden implementar cultivos hidropónicos en 
el COMCAR pero, en la medida en que este establecimiento tiene tanto suelo, y aparentemente rico, 
trataríamos de apostar a fortalecer los convenios con las Facultades de Veterinaria y de Agronomía. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Secretaría nos acercó la versión taquigráfica de la sesión a la asistió el 
doctor Daniel Díaz Maynard en oportunidad en que lo invitáramos a intercambiar opiniones sobre su 
proyecto, sabiendo que era nuestra voluntad incluir la iniciativa en el orden del día de esta Comisión. 
El señor Diputado Chifflet evaluó políticamente que estábamos en un buen momento como para poner 
este tema en la agenda de la Comisión y lograr la media sanción de este proyecto de ley. Por supuesto, 
que una de las primeras consultas que se hicieron principalmente a los compañeros que formaban 
parte del Gobierno era la posibilidad de evaluar la forma de redacción de esa condicionalidad. Sabido 
es que el plazo no será rígido ni mucho menos; nunca fue la voluntad de esta Comisión. Precisamente 
la idea es consultar al señor Ministro a efectos de poder dar esa herramienta al Ministerio. 


En consecuencia, creemos que el aporte de la Comisión, junto con la intervención del señor Diputado Daniel 
Díaz Maynard, puede demostrar de qué forma se viene trabajando. 


SEÑOR LLOSA.- Con respecto a la tuberculosis, decimos que hay planes que han sido dejados de 
lado. Hoy día la cutirreacción que hoy se llama PPD, no es lo más importante en campañas 
epidemiológicas para la detección de esta enfermedad. La Comisión Nacional de la Lucha 
Antituberculosa tiene planes nacionales que son correctos e importantes de aplicar. Ponen énfasis en 
detectar al paciente con expectoración; hoy por hoy, si a mí me hacen un PPD, no arrojaría la realidad, 
debido al contacto que tengo con los tuberculosos. Eso no quiere decir que esté enfermo de 
tuberculosis. Los costos posteriores son muy grandes y los resultados no son positivos; creo que es más 
importante utilizar los protocolos internacionales que existen actualmente. Repito, lo importante es 
hacer la detección del paciente con expectoración. 


Quisiera poner énfasis en la importancia del hospital penitenciario. Hace veintisiete años que estoy en el 
servicio médico era un practicante cuando ingresé a trabajar y vi todo el proceso del hospital, cómo se 
derrumbó y a lo que llegamos hoy. Yo luchaba por un ala penitenciaria de un hospital en funcionamiento, 
porque era lo más barato y rápido, hasta que vi nuevamente a los pacientes psiquiátricos del Hospital 
Vilardebó. Los señores Diputados no se pueden imaginar en el estado en que están los pacientes psiquiátricos 
detenidos, que se encuentran ubicados en la parte más baja del Hospital. El COMCAR es vip si lo 
comparamos con el Hospital Vilardebó. Entiendo las medidas de fuerza que están realizando los funcionarios 
de Salud Pública. Lo importante es dar una solución definitiva a esos pacientes psiquiátricos; hoy por hoy 
tienen capacidad para cuarenta personas del sexo masculino, pero hay cuarenta y seis. Se trata de salones 
grandes, alumbrados solamente con una lamparita de veinticinco wats, ellos se encuentran tirados en el piso, 
con agua por todos lados. Además, por día comen una papa, media zanahoria y un pedazo de zapallo hervido 
con fideos, y una vez por semana un chorizo de pollo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Que Salud Pública asuma un trabajo conjunto no es cosa menor; de hecho, 
recuerdo que cuando era Directora del INAME nos costaba, y no podíamos conseguirlo, que se 
asumiera que el perfil psiquiátrico de los niños estaba en aumento, por lo que se debía salir a realizar 
convenios con clínicas privadas, con todo lo que ello representa. Los niños se hacían mayores de edad y 
no lográbamos siquiera trasladar ese tema a Salud Pública porque como habían crecido allí, no los 
trataban. Por eso creo que es un avance poder trabajar este tema con Salud Pública. 


SEÑOR CHIFFLET.- Nosotros recibimos a una delegación integrada por tres personas, quienes nos 
hicieron una serie de preguntas, por lo que deberemos informales que hemos recibido respuesta y que 
nos consta la sensibilidad del Ministerio. Sería interesante y esto se lo sugiero al señor Ministro y a su 
equipo que les diéramos los nombres de estas personas y que, aunque más no sea, mantuvieran una 
reunión breve para decirles que la Comisión se ha preocupado, informado y analizado el tema, 
conjuntamente con integrantes del Ministro, y que pueden conversar con las autoridades 
correspondientes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De cualquier manera, la Comisión les enviará la versión taquigráfica. 


Agradecemos al señor Ministro y a su equipo de colaboradores la comparecencia ante esta Comisión; 
seguramente no va a ser la última vez que nos veamos y, por supuesto, quedamos a las órdenes. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 16 y 46) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


